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JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

  
Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente No.  : 11001-33-35-718-2014-00076-00                            
Ejecutante   : FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. - VOCERA 

DEL P.A.P. FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA 
JURÍDICA DEL EXTINTO D.A.S. Y SU FONDO 
ROTATORIO  

Ejecutado   : YEISON OSWALDO MESA SANTOS   

 
Ejecutivo Sentencia Judicial. Art. 297 Ley 1437 de 2011. Ordena seguir adelante 
ejecución – Art. 440 C.G.P. 

 

 

Viene el presente proceso al Despacho con informe secretarial1 de haberse surtido en 

debida forma la notificación del mandamiento de pago al ejecutado, sin que se hubiere 

pronunciado dentro del término legal, para dar aplicación a lo dispuesto por el artículo 

440 del Código General del Proceso. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

La Fiduciaria La Previsora S.A., como vocera del P.A.P. Fiduprevisora S.A. defensa 

jurídica del extinto Departamento Administrativo de Seguridad -D.A.S. y su Fondo 

Rotatorio, a través de apoderada judicial, presentó demanda ejecutiva con 

fundamento en el artículo 306 del Código General del Proceso, contra el señor 

YEISON OSWALDO MESA SANTOS, con el fin de que se libre mandamiento ejecutivo 

para obtener el pago de las costas procesales cuya condena fue impuesta en 

sentencia de segunda instancia proferida por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca el 6 de septiembre de 2018 (fls. 251 a 258). 

 

Reunidos los presupuestos procesales exigidos por el artículo 430 del Código 

General del Proceso, este Despacho libró mandamiento ejecutivo mediante 

providencia de fecha 20 de marzo de 20192, para exigir del ciudadano Yeison 

 
1 Constancia secretarial del 13 de octubre de 2020 que obra dentro del expediente. 
2 Folios 269 a 271 del expediente. 
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Oswaldo Mesa Santos el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 

mencionada sentencia de condena, en los siguientes términos:  

 

“…1.- LIBRAR mandamiento de pago, a favor de la FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A. - VOCERA DEL P.A.P. FIDUPREVISORA S.A. DEFENSA 
JURÍDICA DEL EXTINTO D.A.S. Y SU FONDO ROTATORIO y en contra de 
YEISON OSWALDO MESA SANTOS, identificado con la cédula de 
ciudadanía 80.005.810, por la suma de SETECIENTOS MIL PESOS M/cte ($ 
700.000.oo), por concepto de costas de segunda instancia ordenada en la 
sentencia del 6 de septiembre de 2018 proferida por la Sección Segunda, 
Subsección “E” del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, dentro del 
proceso radicado bajo el núm. 110013335-718-2014-00076-00, de 
conformidad con la liquidación aprobada mediante auto del 9 de noviembre de 
2018 (fl. 266).  
 

2.- Conforme a las previsiones contenidas en el artículo 431 del Código 
General del Proceso, la obligación aludida en el numeral anterior, DEBERÁ 
SER TOTALMENTE PAGADA por el ejecutado en el término de cinco (5) días, 
siguientes a la notificación de esta providencia…”. 

 

El mencionado mandamiento ejecutivo fue notificado al ejecutado mediante aviso, 

acorde con lo previsto por el artículo 200 de la Ley 1437 de 2011, en consonancia 

con el artículo 292 del Código General del Proceso, mediante mensajes dirigidos 

por la parte actora y por la Secretaría del Juzgado a la dirección física registrada 

en el Archivo General de la Nación, en razón a su condición de servidor público, 

conforme a la certificación expedida por la Coordinadora de Gestión Humana de 

dicha entidad el día 3 de mayo de 2019 allegada al expediente3. 

 

Las comunicaciones remitidas por correo certificado a través del servicio postal 

oficial 4/72 dan cuenta que fueron recibidas efectivamente por quienes se 

identificaron como Laura Sánchez Mesa y Derly Mesa, por lo que se ajusta al 

presupuesto procesal de notificación por aviso, acorde con lo establecido por el 

artículo 292 del Código General del Proceso. 

 

Dentro del término de traslado de la demanda, el ejecutado Yeison Oswaldo Mesa 

Santos guardó silencio, por lo que fuerza concluir que no se opuso a las 

pretensiones de la demanda. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

 
3 En dicha certificación la Coordinadora de Gestión Humana del Archivo General de la Nación informó que la última dirección 
registrada del ejecutado en condición de servidor público es la Diagonal 5 D Bis No. 44 a – 60 de Bogotá, a donde se remitieron 
por correo certificado los avisos de notificación que fueron recibidos por quienes allí residen.  
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Por mandato del artículo 442 del Código General del Proceso, aplicable al caso por 

remisión del artículo 306 de la Ley 1437 de 2011, el ejecutado podrá formular las 

excepciones de mérito que estime necesarias para la defensa de sus derechos, 

presentando sus argumentos mediante escrito dentro de los diez (10) días 

siguientes a la notificación del respectivo mandamiento ejecutivo. 

 

En el presente caso, el término previsto por el artículo 442 del Código General del 

Proceso4, adicionado por el lapso consagrado por el artículo 612 ibídem, venció en 

silencio sin que el ejecutado concurriera al proceso para pronunciarse sobre las 

reclamaciones de la entidad ejecutante, ni proponer excepciones de mérito para 

controvertir el mandamiento de pago. 

 

De conformidad con lo establecido por el inciso segundo del artículo 440 del Código 

General del Proceso, “…si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el 

juez ordenará, por medio de auto que no admite recurso, el remate y el avalúo de 

los bienes embargados y de los que posteriormente se embarguen, si fuere el caso, 

o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinada 

en el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en 

costas al ejecutado”.  

 

Corolario de lo expresado, se impone la aplicación del inciso segundo del artículo 

440 del Código General del Proceso, ya que el ejecutado Yeison Oswaldo Mesa 

Santos no formuló excepciones de mérito, ni manifestó oposición alguna a las 

pretensiones de  la entidad ejecutante, por lo que se ordenará, mediante auto que 

no admite recurso, que siga adelante la ejecución conforme a lo dispuesto en el 

mandamiento de pago, disponiéndose la respectiva liquidación del crédito y la 

condena en costas a cargo del ejecutado. 

 

.- Costas 

 

En consideración al criterio “objetivo valorativo” de causación de costas procesales 

previstas en el artículo 188 de la Ley 1437 de 20115, y en concordancia con el 

artículo 365 del C.G.P., aplicable por remisión expresa del artículo 306 de la Ley 

1437 de 2011, la parte ejecutada será condenada en costas. Por Secretaría, deberá 

 
4 10 días. 
5 Sentencia de 7 de abril de 2016, dentro del proceso radicado 13001-23-33-000-2013-00022-01 (1291-14), CP William 
Hernández Gómez, reiterada recientemente por el mismo ponente en sentencia del 6 de diciembre de 2018, dentro del 
proceso con radicación 11001-03-15-000-2018-04317-00(AC)  
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procederse a su liquidación, las cuales deberán incluir los gastos ordinarios del 

proceso y las agencias en derecho, acorde con la tarifa establecida por el Consejo 

Superior de la Judicatura en el Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 del Circuito Judicial de Bogotá, D.C., 

Sección Segunda,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO.- ORDENAR que siga adelante la ejecución para el cumplimiento de las 

obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo de fecha 20 de marzo de 

2019, por aplicación del artículo 440 del Código General del Proceso.  

 

SEGUNDO: PRACTICAR la liquidación del crédito, para lo cual se dará estricta 

aplicación a lo reglado por el artículo 446 del Código General del Proceso. En tal virtud, 

en firme esta providencia, cualquiera de las partes podrá presentar la respectiva 

liquidación debidamente especificada, adjuntando los soportes que considere 

pertinentes para el efecto. 

 

TERCERO: CONDENAR en costas del proceso a la parte ejecutada. Se fija como 

agencias en derecho a favor de la parte ejecutante y a cargo de la ejecutada, la suma 

que corresponda al tres por ciento (3%) del contenido obligacional que arroje la 

liquidación del crédito que se apruebe, una vez surtido el trámite referido en el numeral 

anterior, acorde con la tarifa señalada en el literal c. numeral 4 del artículo 5º del 

Acuerdo PSAA16-10554 del 5 de agosto de 2016, expedido por el Consejo Superior 

de la Judicatura. 

 

La Secretaría realizará la correspondiente liquidación de costas, incluyendo el valor 

reconocido por agencias en derecho, en la forma prevista por el artículo 366 del 

Código General del Proceso 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
PESR 
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22/10/2020 



 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-35-017-2014-00289-00                            
Accionante           :  BYRON VLADIMIR MUÑOZ LOZANO         
Accionado            :  NACIÓN - DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 

SEGURIDAD DAS (LIQUIDADO)     
 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Obedézcase y 
Cúmplase    
 

Ha venido el expediente bajo examen, procedente del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección E, con Sentencia de segunda instancia 

del 11 de diciembre de 2019, mediante la cual revocó el Fallo de primera instancia del 

24 de noviembre de 2017, proferido por el Juzgado Cincuenta y Siete (57) 

Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, en su lugar negó las pretensiones de la 

demanda, razón por la cual este Despacho, 

   

RESUELVE: 
 

1. Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección E, en Sentencia de segunda instancia 

del 11 de diciembre de 2019, mediante la cual revocó el Fallo de primera instancia del 

24 de noviembre de 2017, proferido por este Juzgado.  

 

2. Cumplido lo anterior, procédase a efectuar la liquidación de costas ordenada en el 

numeral “SÉPTIMO” de la sentencia de primera instancia, proferida por el Juzgado 

Cincuenta y Siete (57) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, y en el numeral 

“SEGUNDO” del fallo expedido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda, Subsección E. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 

 
 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  
JUEZA 



 
 

 
 
 
 
 

KGO 
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JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2017-00047-00                            
Accionante           :  JAIRO FLÓREZ GALLO           
Accionado            : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO Y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A.  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Obedézcase y 
Cúmplase    
 

Ha venido el expediente bajo examen, procedente del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección F, con Sentencia de segunda instancia 

del 17 de enero de 2020, mediante la cual revocó el Fallo de primera instancia del 17 

de mayo de 2018, proferido por el Juzgado Cincuenta y Siete (57) Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá, en su lugar negó las pretensiones de la demanda, razón 

por la cual este Despacho, 

   

RESUELVE: 
 

1. Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección F, en Sentencia de segunda instancia 

del 17 de enero de 2020, mediante la cual revocó el Fallo de primera instancia del 17 

de mayo de 2018, proferido por este Juzgado.  

 

2. Cumplido lo anterior, procédase a efectuar la liquidación de gastos del proceso, 

entregar los remanentes si a ello hubiere lugar, y archívese el expediente. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
KGO 
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Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2017-00340-00                            
Accionante           :  LUIS HERNÁN SALAS CARRILLO           
Accionado            : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA 
NACIONAL Y CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 
POLICÍA NACIONAL - CASUR      

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Obedézcase y 
Cúmplase    
 

Ha venido el expediente bajo examen, procedente del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección C, con Sentencia de segunda instancia 

del 5 de febrero de 2020, mediante la cual confirmó parcialmente el Fallo de primera 

instancia del 20 de marzo de 2019, proferido por el Juzgado Cincuenta y Siete (57) 

Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, que negó las pretensiones de la 

demanda, razón por la cual este Despacho, 

   

RESUELVE: 
 

1. Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección C, en Sentencia de segunda instancia 

del 5 de febrero de 2020, mediante la cual confirmó parcialmente el Fallo de primera 

instancia del 20 de marzo de 2019, proferido por este Juzgado.  

 

2. Cumplido lo anterior, procédase a efectuar la liquidación de gastos del proceso, 

entregar los remanentes si a ello hubiere lugar, y archívese el expediente. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
KGO 
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Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente Núm.  : 11001-33-42-057-2017-00413-00                            
Ejecutante   : MATILDE AGUIRRE DE HERNÁNDEZ 
Ejecutados   : UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - 
U.G.P.P.  

 
Ejecutivo Sentencia Judicial - Ley 1437 de 2011 – Corre traslado excepciones___ 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, dentro del cual la entidad ejecutada 

propuso la excepción de “pago total de la obligación”  el despacho dispondrá que 

se corra traslado a la parte ejecutante por el término de diez (10) días, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 4431 del Código General 

del Proceso. 

 

Dentro de la debida oportunidad, la parte ejecutante podrá pronunciarse sobre la 

excepción de mérito propuesta y adjuntar o solicitar las pruebas que pretenda hacer 

valer, con el fin de garantizar el derecho de defensa y contradicción. 

 

De otro lado y para los fines pertinentes, se ordenará poner en conocimiento de la 

parte ejecutante el escrito remitido por la entidad ejecutada a través de correo 

electrónico institucional el día 23 de septiembre de 2020, por el cual formula 

invitación para para celebrar acuerdo de pago respecto de la obligación cuyo cobro 

aquí se persigue. 

 

Se reconocerá personería al abogado Ómar Andrés Viteri Duarte para actuar en 

representación de la entidad ejecutada, acorde con el poder otorgado que fue 

remitido junto con el escrito de contestación. 

 

 
1 Artículo 443. Trámite de las excepciones. 
El trámite de excepciones se sujetará a las siguientes reglas: 
1. De las excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado al ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para que se 
pronuncie sobre ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer. 
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En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 
RESUELVE: 

 
1. Por Secretaría córrase traslado a la parte ejecutante, por el término de diez (10) 

días, de la excepción de “pago total de la obligación” propuesta por la entidad 

ejecutada Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social - U.G.P.P., de acuerdo con lo previsto por el 

numeral 1º del artículo 443 del Código General del Proceso.  

 

2. Poner en conocimiento de la parte ejecutante el escrito remitido por la entidad 

ejecutada a través de correo electrónico el día 23 de septiembre de 2020, por el 

cual formula invitación para celebrar acuerdo de pago de la obligación cuyo cobro 

se pretende. 

 
3. Reconocer personería al abogado Ómar Andrés Viteri Duarte, con C.C. No. 

79.803.031 y portador de la T.P.  No. 111.852 del C.S.J., para actuar como 

apoderado de la entidad ejecutada, en los términos y para los efectos del poder 

conferido. 

Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 

PESR 
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JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2017-00548-00                            
Accionante           :  BLANCA OBDULIA CALDERÓN DE LIZARAZO          
Accionado            : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Obedézcase y 
Cúmplase    
 

Ha venido el expediente bajo examen, procedente del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección D, con Sentencia de segunda instancia 

del 26 de septiembre de 2019, mediante la cual confirmó el Fallo de primera instancia 

del 15 de mayo de 2019, proferido por el Juzgado Cincuenta y Siete (57) Administrativo 

del Circuito Judicial de Bogotá, que negó las pretensiones de la demanda, razón por 

la cual este Despacho, 

   

RESUELVE: 
 

1. Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección D, en Sentencia de segunda instancia 

del 26 de septiembre de 2019, mediante la cual confirmó el Fallo de primera instancia 

del 15 de mayo de 2019, proferido por este Juzgado.  

 

2. Cumplido lo anterior, procédase a efectuar la liquidación de costas ordenada en el 

numeral “SEGUNDO” de la sentencia de primera instancia, proferida por el Juzgado 

Cincuenta y Siete (57) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  
Jueza 

KGO 
 
 
 
 22/10/2020 
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-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Expediente núm. :  11001-33-42-057-2018-00281-00 
Accionante          :   MYRIAM MONTAGUT VEGA 
Accionado           : 

 
BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DISTRITAL DE 
INTEGRACIÓN SOCIAL 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 – Decide 
excepciones previas – decreta pruebas- Decreto 806 de 2020. 

 
 

Dando alcance al artículo 12 del Decreto 806 de 2020 y en procura de imprimir 

celeridad al presente trámite ante la coyuntura provocada por las medidas de 

aislamiento preventivo obligatorio decretadas en el marco del Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica previsto por el Decreto 637 de 2020, 

procede el Despacho a dar impulso al presente proceso, acorde con las siguientes 

consideraciones.  

 

ANTECEDENTES 

 

La señora Myriam Montagut Vega, identificada con la C.C. No. 39.556.668 expedida 

en Girardot, a través de apoderado judicial instauró demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho contra el ente territorial Bogotá D.C. - Secretaría 

Distrital de Integración Social, tendiente a discutir la legalidad del acto administrativo 

que le negó la solicitud de reliquidación de las horas extras, recargos nocturnos, 

diurnos, dominicales, festivos y demás prestaciones sociales, teniendo como base 

de liquidación 190 horas mensuales, en lugar de 240 como ha venido realizando 

desde su vinculación laboral, dada su calidad de empleada en el cargo de 

Instructora Código 313 Grado 14. 

 

La entidad demandada Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Integración Social fue 

notificada del auto admisorio el día 23 de enero de 2020,  como consta en las 

constancias secretariales que reposan en el expediente; contestó la demanda 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00281-00                            
Demandante: Myriam Montagut Vega 

Demandada: Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Integración Social  
 
 

dentro del término legal mediante escrito remitido por correo electrónico institucional 

en documento de catorce (14) folios útiles, con sus respectivos anexos, planteando 

oposición a las pretensiones de la demanda y formulando excepciones con 

argumentos que atañen al fondo del asunto y por lo tanto deberán resolverse en la 

sentencia. En cuanto a la excepción de “prescripción”, advierte el Despacho que 

la misma no reviste carácter extintiva, toda vez que su objeto no es atacar el 

ejercicio del medio de control sino el derecho sustancial del demandante respecto 

de la reliquidación pensional, razón por la cual la misma ha de ser resuelta en la 

sentencia, luego del estudio de fondo sobre el derecho en controversia. 

 

DE LOS PRINCIPIOS DE EFICACIA, ECONOMÍA Y CELERIDAD  

 

El Despacho considera propicio en esta oportunidad y ante la ausencia de causales 

de excepción previa, posibilitar la efectiva materialización de los principios de 

eficacia1, economía2 y celeridad3 que irradian el trámite de los procedimientos ante 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo, dando a conocer en esta misma 

providencia el acervo probatorio que será tenido en cuenta para decidir el fondo del 

asunto,  permitiendo el avance de la actuación en la forma prevista por el numeral 

1º del artículo 13 del Decreto 806 de 2020. 

 

Por tanto, siendo evidente que en el presente asunto se debate un tema de puro 

derecho, como lo es la normatividad aplicable para la liquidación de las horas extras 

y recargos diurnos, nocturnos y dominicales de la demandante en su condición de 

empleada de la Secretaría Distrital de Integración Social durante el tiempo de su 

vinculación legal y reglamentaria, se ordenará tener como pruebas del proceso para 

decidir de fondo, con el valor legal que les corresponda, todas las documentales 

aportadas como anexos de la demanda por la parte actora, que obran a folios 3 a 

 
1 Numeral 11 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011: “En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los 
procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitarán 
decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades procedimentales que 
se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa” 
2 Numeral 12 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011: “En virtud del principio de economía, las autoridades deberán 

proceder con austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, procurando el más alto nivel de 
calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las personas” 
3 Numeral 13 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011: “En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán 
oficiosamente los procedimientos, e incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, a efectos 
de que los procedimientos se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones injustificadas”. 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2018-00281-00                            
Demandante: Myriam Montagut Vega 

Demandada: Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Integración Social  
 
 

49 del expediente y la certificación laboral de la accionante4 aportada por la entidad 

accionada con el escrito de contestación. 

En atención a que se trata de un asunto de puro derecho, el Despacho negará por 

improcedente la prueba testimonial solicitada por la entidad accionada en su escrito 

de contestación, ya que no existe controversia frente al hecho de que viene 

liquidando las horas extras y los recargos sobre la base de 240 horas mensuales, 

por lo que el debate se contrae a establecer si tal actuación se ajusta al 

ordenamiento jurídico. 

 

También se negará por innecesaria la prueba documental a la que hizo alusión la 

parte actora en el numeral 2º del título “pruebas” de la demanda, referente a los 

desprendibles de pago de los meses de julio de 2017 a junio de 2018, dado el tema 

objeto de controversia y a los argumentos planteados por la entidad accionada en 

su contestación. 

SANEAMIENTO 

 

En cumplimiento del deber impuesto por el artículo 207 de la Ley 1437 de 2011, el 

Despacho advierte que dentro del presente trámite no se configura causal de 

nulidad o irregularidad que pueda viciar lo actuado, coligiéndose que existe 

competencia del Despacho para conocer del asunto, que las partes son capaces, 

se encuentran debidamente vinculadas al proceso y que el litisconsorcio se 

encuentra adecuadamente integrado con legitimación en la causa por activa y 

pasiva. 

 

TRASLADO PARA ALEGAR DE CONCLUSIÓN 

 

Finalmente, se considera que no es necesaria la práctica de pruebas adicionales a 

las aportadas con la demanda, y teniendo en cuenta que se trata de un asunto de 

puro derecho, como es la discusión sobre el régimen legal aplicable para el 

cómputo y liquidación de las horas extras y recargos diurnos, nocturnos, 

dominicales y festivos de la demandante en su condición de empleada de la 

Secretaría Distrital de Integración Social, el Despacho dará aplicación al numeral 

 
4 Certificación expedida el 13 de junio de 2018 por el Director de Gestión y Desarrollo del Talento Humano de la entidad 
territorial Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Integración Social, constante de un (1) folio útil.  
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Demandada: Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Integración Social  
 
 

1 del artículo 13 del Decreto 806 de 2020, en concordancia con el inciso final del 

artículo 181 del CPACA, y una vez en firme la presente decisión, correrá traslado 

común a las partes por el término de diez (10) días, para que presenten sus alegatos 

de conclusión, en la misma oportunidad podrá el Ministerio Público presentar 

concepto si a bien lo tiene.  

Vencido el término de traslado para alegar de conclusión, se dictará sentencia por 

escrito. 

Se dispondrá el reconocimiento de personería para la abogada que actúa en 

representación de la entidad accionada, conforme al mandato conferido. 

 

En mérito de lo anterior, el Juzgado, 

 

RESUELVE: 

 

1.- TENER POR CONTESTADA la demanda por parte de la entidad pública 

demandada Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Integración Social. 

 

2.- TENER COMO PRUEBAS del proceso y con el valor legal que les corresponda, 

todos los documentos allegados como anexos de la demanda por la parte actora, 

que obran a folios 3 a 49 del expediente, así como la certificación laboral aportada 

por la entidad accionada con el escrito de contestación. 

 

3.- NEGAR por improcedente la práctica de la prueba testimonial solicitada por la 

entidad demandada, dado que el presente debate se contrae a un asunto de puro 

derecho, conforme a lo explicado en la parte motiva de esta providencia. 

 

4.- NEGAR por innecesaria la prueba documental solicitada por la parte actora en 

el numeral segundo del título “pruebas” de la demanda. 

 

5.- DECLARAR  que no se advierte vicio o irregularidad alguna que pueda invalidar 

lo actuado dentro del presente proceso. 

 

6.- CORRER TRASLADO a las partes por el término común de diez (10) días 

siguientes a la ejecutoria de la presente decisión, a fin de que presenten por escrito 
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Demandante: Myriam Montagut Vega 

Demandada: Bogotá D.C. - Secretaría Distrital de Integración Social  
 
 

sus alegatos de conclusión. El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo 

tiene, podrá presentar concepto dentro del precitado término. 

 

7.- ADVERTIR a las partes que de conformidad con el numeral 1 del artículo 13 del 

Decreto 806 de 2020, la sentencia escrita será proferida al vencimiento de la 

oportunidad para alegar de conclusión 

 

8.- Reconocer personería a la abogada IVONNE ADRIANA DÍAZ CRUZ, 

identificada con la C.C. No. 52.084.485 expedida en Bogotá y portadora de la T.P.  

No. 77.748 del C.S.J., para actuar como apoderada de la entidad accionada, en los 

términos y para los efectos del poder conferido que fue aportado como anexo al 

escrito de contestación. 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

PESR 

 
  

 

 

 

22/10/2020 



 
R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  

Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm. :  11001-33-42-057-2019-00170-00                          
Accionante          :  HARVERD NARANJO PINEDA      
Accionado           : 

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Acepta desistimiento de las 
pretensiones 

 

El 30 de septiembre de 2020, la apoderada de la parte actora presentó solicitud 

de desistimiento de las pretensiones de la demanda con fundamento en el 

artículo 314 del CGP, aplicable por remisión del artículo 306 de la Ley 1437 de 

2011. 

 

Es preciso señalar, que la demanda fue admitida mediante auto del 12 de julio 

de 2019, notificada por estado del 15 de julio de 2019. 

 

En consecuencia, a través de auto del 14 de septiembre de 2020, se ordenó a 

la parte demandante que consignara los gastos procesales, para lo cual se le 

otorgó el término de quince (15) días sin que haya cumplido dicha carga 

procesal. Posteriormente presentó desistimiento de las pretensiones de la 

demanda. 

 

Así las cosas, considerando que en la presente controversia (i) no se ha 

proferido sentencia que ponga fin al proceso, y (ii) que la abogada Paula 

Milena Agudelo Montaña fue facultada expresamente por el demandante 

para desistir, la solicitud resulta procedente, conforme a lo previsto por los 

artículos 314, 315 y 316, numeral 4 del CGP. 
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   Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2019-00170-00 

Demandante: Harverd Naranjo Pineda    
Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 
 

El Despacho se abstendrá de condenar en costas a la parte actora, además 

advierte que acorde con lo dispuesto en el artículo 314 del CGP, este auto 

produce efectos de cosa juzgada, respecto de las pretensiones contenidas en 

la demanda. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Aceptar el desistimiento de las pretensiones de la demanda 

presentado por la parte actora, atendiendo las consideraciones expuestas. 

  

SEGUNDO. Abstenerse de condenar en costas a la parte demandante, en la 

presente oportunidad, de conformidad con lo previsto en el numeral 4 del 

artículo 316 del Código General del Proceso. 

 

TERCERO. Advertir que este auto produce efectos de cosa juzgada, respecto 

de las pretensiones contenidas en la demanda. 

 

CUARTO. En consecuencia, declarar la terminación anormal del proceso. 

 

QUINTO. Ejecutoriada la presente providencia, por Secretaría, devuélvase el 

remanente de los dineros que se ordenó pagar como gastos del proceso, si lo 

hubiere, y archívese el expediente, previas las constancias de rigor. 

Dispóngase lo pertinente. 

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

KGO 

 
 
 

22/10/2020 
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JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente Núm.  : 11001-33-42-057-2019-00250-00                            
Ejecutante   : MARÍA TERESA SALAMANCA JARAMILLO 
Ejecutados   : UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - 
U.G.P.P.  

 
Ejecutivo Sentencia Judicial - Ley 1437 de 2011 – Corre traslado excepciones___ 

 

Vencido el término de traslado de la demanda, dentro del cual la entidad ejecutada 

propuso la excepción de mérito que denominó “pago total de la obligación”  el 

despacho dispondrá que se corra traslado a la parte ejecutante por el término de 

diez (10) días, de conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 4431 del 

Código General del Proceso. 

 

Las restantes excepciones planteadas en el escrito de contestación, esto es, “falta 

de legitimación en la causa por pasiva”, “caducidad” y “prescripción”, en 

consideración a su naturaleza de previas, ya fueron objeto de pronunciamiento 

mediante auto proferido el 12 de diciembre de 2019 debidamente notificado a las 

partes. 

  

Dentro de la debida oportunidad, la parte ejecutante podrá pronunciarse sobre la 

excepción de mérito propuesta y adjuntar o solicitar las pruebas que pretenda hacer 

valer, con el fin de garantizar el derecho de defensa y contradicción. 

 

El Despacho se abstendrá de dar trámite al escrito remitido por correo electrónico 

institucional el día 24 de septiembre de 2020, ya que quien aparece como remitente 

Jessica Alejandra Poveda Rodríguez no acredita la calidad de apoderada judicial de 

la entidad ejecutada.  

 
1 Artículo 443. Trámite de las excepciones. 
El trámite de excepciones se sujetará a las siguientes reglas: 
1. De las excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado al ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para que se 
pronuncie sobre ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer. 



Rad. núm. 11001-33-42-057-2019-00250-00 

Demandante: María Teresa Salamanca Jaramillo 

Demandada: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - U.G.P.P.  
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Se reconocerá personería a los abogados Santiago Martínez Devia y Johana 

Patricia Maldonado Vallejo para actuar como apoderados principal y sustituta, 

respectivamente, de la entidad ejecutada, acorde con los poderes otorgados que 

fueron allegados mediante escritos presentados los días 20 y 25 de febrero de 2020.  

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 
RESUELVE: 

 
1. Por Secretaría córrase traslado a la parte ejecutante, por el término de diez (10) 

días, de la excepción de “pago total de la obligación” propuesta por la entidad 

ejecutada Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social - U.G.P.P., de acuerdo con lo previsto por el 

numeral 1º del artículo 443 del Código General del Proceso.  

 

2. Reconocer personería a los abogados Santiago Martínez Devia, identificado con 

la C.C.  No. 80.240.657 de Bogotá y portador de la T.P No. 131.064 del C.S.J.  y 

Johana Patricia Maldonado Vallejo, identificada con la C.C.  No. 1.014.218.435 

de Bogotá y portadora de la T.P.  No. 274.853 del C.S.J., para actuar como 

apoderados principal y sustituta, respectivamente, de la entidad accionada 

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social - U.G.P.P., en los términos y para los efectos 

del poder conferido. 

Notifíquese y cúmplase 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 

PESR 

 

22/10/2020 



 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
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Expediente n.º  : 11001-33-42-057-2019-00439-00                            
Demandante : LUZ MIRYAM VALENCIA DE UMBARILA 
Demandado : NACIÓN -  MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL - FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 
Demanda Ejecutiva – Ley 1437 de 2011. Corre traslado excepciones. 
 

Vencido el término de traslado de la demanda, dentro del cual la entidad 

ejecutada propuso las excepciones de “pago total de la obligación”, 
“prescripción” y “compensación”1, el despacho dispondrá que se corra traslado 

a la parte ejecutante por el término de diez (10) días, de conformidad con lo 

previsto en el numeral 1º del artículo 4432 del Código General del Proceso. 

 

Dentro de la debida oportunidad, la parte ejecutante podrá pronunciarse sobre 

las excepciones planteadas y adjuntar o solicitar las pruebas que pretenda 

hacer valer, con el fin de garantizar el derecho de defensa y contradicción. 

 

Se reconocerá personería a la abogada Isolina Gentil Mantilla para actuar 

como apoderada de la entidad accionada, conforme al mandato conferido 

anexo al escrito de contestación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Despacho, 

 

 
1
 La excepción denominada “inexistencia de la obligación” no se encuentra enlistada en la taxativa relación del artículo 

442-2 del C.G.P., razón por la cual se excluye del traslado a la ejecutante. 
2 Artículo 443. Trámite de las excepciones. 
El trámite de excepciones se sujetará a las siguientes reglas: 
1. De las excepciones de mérito propuestas por el ejecutado se correrá traslado al ejecutante por diez (10) días, mediante auto, para 
que se pronuncie sobre ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer. 
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   Rad. núm. 11001-33-42-057-2019-00439-00 

Demandante: Luz Miryam Valencia de Umbarila 
Demandado: Nación -  Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  

RESUELVE: 

 
1. Por Secretaría córrase traslado a la parte ejecutante, por el término de diez 

(10) días, de las excepciones de “pago total de la obligación”, “prescripción” 

y “compensación” propuestas por la entidad ejecutada Nación - Ministerio 

de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, de acuerdo con lo previsto por el numeral 1º del artículo 443 del 

Código General del Proceso.  

 

2. Reconocer personería a la abogada Isolina Gentil Mantilla, identificada con 

la C.C.  No. 1.091.660.314 de Ocaña y portadora de la T.P.  No. 239.773 

del C.S.J., para actuar como apoderada de la entidad ejecutada, en los 

términos y para los efectos del poder conferido. 

 
Notifíquese y cúmplase 

 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 

PESR 

 

22/10/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2020-00150-00                            
Demandante         :  FLOR MIREYA PINZÓN GARCÍA 
Demandado          :   SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE 

SALUD CENTRO ORIENTE E.S.E. 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Admisión 
  

 

El Despacho inadmitió la demanda mediante auto del 14 de septiembre de 

2020,y concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo 

preceptuado en el artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los 

yerros advertidos en la mencionada providencia. 

 

En consecuencia, la parte actora subsanó la demanda en el sentido de estimar 

la cuantía, y acreditar el envío por medio electrónico de copia de la demanda 

y de sus anexos a los demandados, de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, examinada la demanda, sus anexos y el escrito de subsanación, 

por reunir los requisitos formales y los presupuestos procesales consagrados 

en los artículos 160 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo para la admisión de la demanda, y conforme lo 

ordena el artículo 171 ibídem, el Despacho, 

 

 

RESUELVE: 
 

1. Con conocimiento en primera instancia, admitir la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho presentada por la señora Flor Mireya Pinzón 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00150-00 
Demandante: Flor Mireya pinzón García  

Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E. 

García contra la Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente 

E.S.E. 

 

2. En consecuencia, se ordena: 

 

 

a) Notifíquese por estado a la parte demandante, según el numeral 1 del 

artículo 171 del CPACA. 

 

b) Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a la 

Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E., por 

conducto de su Director, o quien haga sus veces, adjuntando copia de 

la demanda y de sus anexos, en la forma prevista en los artículos 197, 

198 y 199 de la ley 1437 de 2011. 

 

c) Notifíquese personalmente el auto de admisión, adjuntando copia de 

la demanda y de sus anexos, al Agente del Ministerio Público 

delegado ante este Despacho. 

 

3. Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría remítase copia del presente 

auto en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6 del 

Decreto 806 de 2020, para efectos de la notificación personal a la parte 

demandada, y al Agente del Ministerio Público. 

 

4. Vencido el término común de veinticinco (25) días previsto en el inciso 5 del 

artículo 199 del CPACA, córrase traslado a la parte demandada, al 

Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 

por el término de treinta (30) días, para los fines establecidos en el artículo 

172 de la ley 1437 de 2011. 

 

5. Dentro del término de traslado, la parte demandada deberá allegar el 

expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos 

demandados, así como la totalidad de las pruebas que tenga en su poder y 

que pretenda hacer valer, según lo establecido en el numeral 4º y parágrafo 

1º del artículo 175 del CPACA, advirtiendo que la inobservancia de estos 

deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00150-00 
Demandante: Flor Mireya pinzón García  

Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E. 

del asunto. Así mismo deberá allegar copia de la totalidad de los contratos de 

prestación de servicio celebrados con la señora Flor Mireya Pinzón García.     

 
 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

 
KGO 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

22/10/2020 
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Expediente núm. :  11001-33-42-057-2020-00170-00                            
Demandante        :  LISBETH CONSTANZA MORA BARÓN                     
Demandado         :  

 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Admisión  
 

 

Mediante auto del 14 de septiembre de 2020, el Despacho inadmitió la demanda y 

concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo preceptuado en el 

artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los yerros advertidos en la 

mencionada providencia. 

 

En consecuencia, la parte actora subsanó la demanda en el sentido de acreditar el 

envío por medio electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los 

demandados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 

de 2020. 

 

Así las cosas, examinada la demanda, sus anexos y el escrito de subsanación, por 

reunir los requisitos formales y los presupuestos procesales consagrados en los 

artículos 160 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo para la admisión de la demanda, y conforme lo ordena el artículo 171 

ibídem, el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 

1. Con conocimiento en primera instancia, admitir la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho presentada por la señora Lisbeth Constanza Mora 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00170-00 

Demandante: Lisbeth Constanza Mora Barón 
Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 

 

Barón contra la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

2. En consecuencia, se ordena: 

 
 

a) Notifíquese por estado a la parte demandante, según el numeral 1 del 

artículo 171 del CPACA. 

 

b) Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a la Nación - 

Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, por conducto de la Ministra de Educación Nacional 

o el funcionario competente, en virtud de las funciones establecidas en el 

artículo 56 de la Ley 962 de 2005, adjuntando copia de la demanda y de sus 

anexos, en la forma prevista en los artículos 197, 198 y 199 de la ley 1437 de 

2011. 

 

c) Notifíquese personalmente el auto de admisión, adjuntando copia de la 

demanda y de sus anexos, al Agente del Ministerio Público delegado ante 

este despacho, y al Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado. 

 

3.  Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría remítase copia del presente auto 

en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6 del Decreto 806 

de 2020, para efectos de la notificación personal a la parte demandada, al Agente 

del Ministerio Público y al Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado. 

 

4. Vencido el término común de veinticinco (25) días previsto en el inciso 5 del 

artículo 199 del CPACA, córrase traslado a la parte demandada, al Ministerio 

Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, por el término 

de treinta (30) días, para los fines establecidos en el artículo 172 de la ley 1437 

de 2011. 

 

5. Dentro del término de traslado, la parte demandada deberá allegar el expediente 

administrativo que contenga los antecedentes de los actos demandados, así 

como la totalidad de las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer 

valer, según lo establecido en el numeral 4º y parágrafo 1º del artículo 175 del 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00170-00 

Demandante: Lisbeth Constanza Mora Barón 
Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 

 

CPACA, advirtiendo que la inobservancia de estos deberes constituye falta 

disciplinaria gravísima del funcionario encargado del asunto. 

 
 

 
 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 
Jueza 

 

KGO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

22/10/2020 



 

 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Remite por 
falta de competencia 
 

 

Mediante auto del 14 de septiembre de 2020, el Juzgado inadmitió la demanda 

y concedió el término de 10 días a la parte actora para que subsanara los 

yerros advertidos dentro de la mencionada providencia. 

 

Dentro de la oportunidad legal, la parte actora subsanó los yerros advertidos 

en el auto de inadmisión, para lo cual estimó la cuantía, allegó poder en el cual 

precisó los actos demandados, y envío la demanda y sus anexos a la parte 

accionada.    
 

 

No obstante, examinado el contenido y alcance económico de las pretensiones 

consignadas en la demanda, advierte el Despacho que carece de competencia 

para conocer, tramitar y decidir la controversia por razón del factor cuantía. 

 

Las reglas de competencia por razón de la cuantía para asuntos de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral fueron consignadas en el 

numeral 2 del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011 y en el numeral 2 del artículo 

155 ibídem, normas que establecieron como competencia de los Juzgados 

Administrativos, en primera instancia, los procesos cuya cuantía no excediera 

de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes, y de los Tribunales 

Administrativos el conocimiento en primera instancia de las controversias cuya 

cuantía exceda dicho monto. 

Expediente núm.      : 11001-33-42-057-2020-00226-00                          
Demandante             : LUIS ENRIQUE CASTILLO CUBILLOS  

Demandado              : 
ALCALDIA MAYOR DE BOGOTÁ - CONCEJO 
DE BOGOTÁ D.C  
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00226-00 
Demandante: Luis Enrique Castillo Cubillos 

Demandado: Alcaldía Mayor de Bogotá-Concejo de Bogotá D.C  

 
 

 

Al respecto, el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011 establece lo siguiente:  

 “ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA.  Para 

efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se determinará 

por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 

estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello 

pueda considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que 

estos últimos sean los únicos que se reclamen. En asuntos de carácter 

tributario, la cuantía se establecerá por el valor de la suma discutida por 

concepto de impuestos, tasas, contribuciones y sanciones. 

Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen 

varias pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la 

pretensión mayor. 

En las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no podrá 

prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de 

renunciar al restablecimiento. 

La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la 

demanda, sin tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios 

reclamados como accesorios, que se causen con posterioridad a la 

presentación de aquella. 

Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término 
indefinido, como pensiones, la cuantía se determinará por el valor 
de lo que se pretenda por tal concepto desde cuando se causaron y 
hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años.” 
(Subrayado y en negrilla por el Despacho) 

 

 

Efectuada la anterior precisión, se observa que la demandante estimó la 

cuantía en la suma de ciento dos millones cuatrocientos noventa y ocho mil 

novecientos treinta y ocho pesos ($102.498.938), por concepto de salarios y 

prestaciones sociales dejadas de percibir.   

 

En  ese orden, las pretensiones de la demanda superan los 50 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes para el año 20201 (fecha de presentación 

de la demanda), razón por la cual resulta imperativo declarar la falta de 

competencia de este Juzgado para conocer el presente proceso y remitir el 

expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda 

(Reparto), de acuerdo con las reglas de competencia consagradas en el 

numeral 2, del artículo 152 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

 
1 El valor del salario mínimo para el 2020 se fijó en la suma de $877.802 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00226-00 
Demandante: Luis Enrique Castillo Cubillos 

Demandado: Alcaldía Mayor de Bogotá-Concejo de Bogotá D.C  

 
 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 

 

RESUELVE: 
 

1. DECLARAR la falta de competencia de este Juzgado por razón del factor 

cuantía, para conocer, tramitar y decidir la presente controversia, de 

conformidad con el numeral 2, del artículo 152 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

2. REMITIR el expediente a la mayor brevedad posible al Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda (Reparto), para lo de 

su competencia. 

 

3. Por Secretaría, dispóngase lo pertinente.  

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
 

MARÍA LUZ ALVAREZ ARAÚJO 
Jueza 

 

KGO 

 

 

 

 

22/10/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente núm.   : 11001-33-42-057-2020-00232-00                            
Accionante            : HILDA ROSA CÁRDENAS DE DÍAZ   
Accionado             : NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN - 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Rechaza 
demanda 

 

 

A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la 

señora Hilda Rosa Cárdenas de Díaz, por conducto de apoderada, presentó 

demanda contra la Nación - Ministerio de Educación - Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que se declare la nulidad 

del acto ficto o presunto proveniente del silencio administrativo negativo 

respecto de la petición presentada al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio el 23 de junio de 2017, mediante la cual solicitó el 

reconocimiento y pago de la sanción por mora en el pago de cesantías 

parciales, establecida en la Ley 1071 de 2006. 

 

Mediante auto del 14 de septiembre de 2020, el Despacho, inadmitió la 

demanda y concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo 

preceptuado en el artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los 

yerros advertidos en la mencionada providencia, término que inició el día 

siguiente a la notificación del estado, esto es, a partir del 16 de septiembre de 

2020, para lo cual contaba hasta el 29 de septiembre de 2020. 

 

Vencido el término dispuesto en auto del 14 de septiembre de 2020, el 

Despacho advierte que la parte actora no subsanó la demanda. 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00232-00 
Demandante: Hilda Rosa Cárdenas de Díaz  

Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 
En consecuencia, conforme a lo previsto en el numeral 2 del artículo 169 de la 

Ley 1437 de 2011, el Despacho, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO. Rechazar la demanda que en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, presentó la señora Hilda Rosa 

Cárdenas de Díaz, contra la Nación - Ministerio de Educación - Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con fundamento en el 

numeral 2 del artículo 169 de la Ley 1437 de 2011. 

 

SEGUNDO. En firme la presente decisión, devuélvase los anexos al 

interesado sin necesidad de desglose y archívese el expediente, previas las 

anotaciones en el sistema. 

 

TERCERO. Por Secretaría, dése cumplimiento a lo aquí ordenado. 

 

 
 
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 
M 

MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 
Jueza 

 

KGO 

 

 

 

 

 

 

22/10/2020 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00232-00 
Demandante: Hilda Rosa Cárdenas de Díaz  

Demandado: Nación-Ministerio de Educación-FONPREMAG 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Remite por 
falta de competencia 
 

 

Mediante auto del 14 de septiembre de 2020, el Juzgado inadmitió la demanda 

y concedió el término de 10 días a la parte actora para que subsanara los 

yerros advertidos dentro de la mencionada providencia. 

 

Dentro de la oportunidad legal, la parte actora subsanó los yerros advertidos 

en el auto de inadmisión, para lo cual adecuó la demandante precisó el último 

lugar de prestación de servicio, estimó la cuantía, allegó poder en el cual 

precisó los actos demandados, indicó la dirección de notificación de la señora 

Hilde Crissont Farias, y envío la demanda y sus anexos a la parte 

accionada.    
 

 

No obstante, examinado el contenido y alcance económico de las pretensiones 

consignadas en la demanda, advierte el Despacho que carece de competencia 

para conocer, tramitar y decidir la controversia por razón del factor cuantía. 

 

Las reglas de competencia por razón de la cuantía para asuntos de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral fueron consignadas en el 

numeral 2 del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011 y en el numeral 2 del artículo 

155 ibídem, normas que establecieron como competencia de los Juzgados 

Administrativos, en primera instancia, los procesos cuya cuantía no excediera 

de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes, y de los Tribunales 

Expediente núm.      : 11001-33-42-057-2020-00238-00                          
Demandante             : HILDE CRISSONT FARIAS  

Demandado              : 
SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE - 
SENA  
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00238-00 
Demandante: Hilde Crissont Farias 

Demandado: Servicio Nacional de Aprendizaje-SENA 
 

 
 

Administrativos el conocimiento en primera instancia de las controversias cuya 

cuantía exceda dicho monto. 

 

Al respecto, el artículo 157 de la Ley 1437 de 2011 establece lo siguiente:  

 “ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA.  Para 

efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se determinará 

por el valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la 

estimación razonada hecha por el actor en la demanda, sin que en ello 

pueda considerarse la estimación de los perjuicios morales, salvo que 

estos últimos sean los únicos que se reclamen. En asuntos de carácter 

tributario, la cuantía se establecerá por el valor de la suma discutida por 

concepto de impuestos, tasas, contribuciones y sanciones. 

Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen 

varias pretensiones, la cuantía se determinará por el valor de la 

pretensión mayor. 

En las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no podrá 

prescindirse de la estimación razonada de la cuantía, so pretexto de 

renunciar al restablecimiento. 

La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la 

demanda, sin tomar en cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios 

reclamados como accesorios, que se causen con posterioridad a la 

presentación de aquella. 

Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término 
indefinido, como pensiones, la cuantía se determinará por el valor 
de lo que se pretenda por tal concepto desde cuando se causaron y 
hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años.” 
(Subrayado y en negrilla por el Despacho) 

 

 

Efectuada la anterior precisión, se observa que la demandante estimó la 

cuantía en la suma de ciento siete millones setecientos doce mil seiscientos 

cuarenta y dos pesos ($107.712.642), por concepto de salarios y prestaciones 

sociales dejadas de percibir.   

 

En  ese orden, las pretensiones de la demanda superan los 50 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes para el año 20201 (fecha de presentación 

de la demanda), razón por la cual resulta imperativo declarar la falta de 

competencia de este Juzgado para conocer el presente proceso y remitir el 

expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda 

(Reparto), de acuerdo con las reglas de competencia consagradas en el 

 
1 El valor del salario mínimo para el 2020 se fijó en la suma de $877.802 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00238-00 
Demandante: Hilde Crissont Farias 

Demandado: Servicio Nacional de Aprendizaje-SENA 
 

 
 

numeral 2, del artículo 152 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 

 

RESUELVE: 
 

1. DECLARAR la falta de competencia de este Juzgado por razón del factor 

cuantía, para conocer, tramitar y decidir la presente controversia, de 

conformidad con el numeral 2, del artículo 152 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

2. REMITIR el expediente a la mayor brevedad posible al Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca - Sección Segunda (Reparto), para lo de 

su competencia. 

 

3. Por Secretaría, dispóngase lo pertinente.  

 

 

 

Notifíquese y cúmplase 
 
 
 

 
MARÍA LUZ ALVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

KGO 

 

 

22/10/2020 



R e p ú b l i c a  d e  C o l o m b i a  
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 
 

Expediente núm.  :  11001-33-42-057-2020-00240-00                            
Demandante         :  LUIS BENITO FLOREZ ROJAS 
Demandado          :   SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE 

SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E. 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ley 1437 de 2011 - Admisión 
  

Mediante auto del 14 de septiembre de 2020, el Despacho inadmitió la 

demanda y concedió el término de diez (10) días, para que conforme lo 

preceptuado en el artículo 170 del CPACA, la parte actora subsanara los 

yerros advertidos en la mencionada providencia. 

 

En consecuencia, la parte actora subsanó la demanda en el sentido de estimar 

la cuantía, designar la parte demandada, y acreditar el envío por medio 

electrónico de copia de la demanda y de sus anexos a los demandados, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 6 inciso 4 del Decreto 806 de 2020. 

 

Así las cosas, examinada la demanda, sus anexos y el escrito de subsanación, 

por reunir los requisitos formales y los presupuestos procesales consagrados 

en los artículos 160 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo para la admisión de la demanda, y conforme lo 

ordena el artículo 171 ibídem, el Despacho, 

 

 

RESUELVE: 
 

1. Con conocimiento en primera instancia, admitir la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho presentada por el señor Luis Benito Flórez 

Rojas contra la Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente 

E.S.E. 

 

2. En consecuencia, se ordena: 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00240-00 
Demandante: Luis Benito Flórez Rojas  

Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E. 

a) Notifíquese por estado a la parte demandante, según el numeral 1 del 

artículo 171 del CPACA. 

 

b) Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a la 

Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E., por 

conducto de su Director, o quien haga sus veces, adjuntando copia de 

la demanda y de sus anexos, en la forma prevista en los artículos 197, 

198 y 199 de la ley 1437 de 2011. 

 

c) Notifíquese personalmente el auto de admisión, adjuntando copia de 

la demanda y de sus anexos, al Agente del Ministerio Público 

delegado ante este Despacho. 

 

3. Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría remítase copia del presente 

auto en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 6 del 

Decreto 806 de 2020, para efectos de la notificación personal a la parte 

demandada, y al Agente del Ministerio Público. 

 

4. Vencido el término común de veinticinco (25) días previsto en el inciso 5 del 

artículo 199 del CPACA, córrase traslado a la parte demandada, al 

Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 

por el término de treinta (30) días, para los fines establecidos en el artículo 

172 de la ley 1437 de 2011. 

 

5. Dentro del término de traslado, la parte demandada deberá allegar el 

expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos 

demandados, así como la totalidad de las pruebas que tenga en su poder y 

que pretenda hacer valer, según lo establecido en el numeral 4º y parágrafo 

1º del artículo 175 del CPACA, advirtiendo que la inobservancia de estos 

deberes constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado 

del asunto. Así mismo deberá allegar copia de la totalidad de los contratos de 

prestación de servicio celebrados con el señor Luis Benito Flórez Rojas.     

 
 

Notifíquese y cúmplase 
 
 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO 

Jueza 
 

KGO 
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Rad. Núm.: 11001-33-42-057-2020-00240-00 
Demandante: Luis Benito Flórez Rojas  

Demandado: Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

22/10/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00270-00                            

Convocante  : JOSÉ ALBERTO ÁVILA VÁSQUEZ  

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                             . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 86 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre José Alberto Ávila Vásquez y la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la 

reliquidación de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas 

computables, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 

2004 y el numeral 2.4 del artículo 2º de la Ley 923 de 2004, en armonía con los 

literales a), b) y c) del artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i)  Al ciudadano José Alberto Ávila Vásquez le fue reconocida por la Caja de Sueldos 

de Retiro de Policía Nacional - CASUR una asignación de retiro mediante la 



Rad. núm. 110013342057-2020-00270-00 
Convocante: José Alberto Ávila Vásquez 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
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Resolución No. 004815 del 19 de octubre de 2009, equivalente al 85% de la 

asignación básica y demás partidas computables, con efectos fiscales a partir del 

21 de octubre del mismo año. 

  

ii) El reconocimiento de la asignación de  retiro  se produjo bajo  los  parámetros  de  

los  Decretos  1091  de  1995, 4433  de  2004  y  1858  de  2012, disposiciones que 

señalan  como  partidas  computables  de  liquidación  para  los  miembros  del  nivel  

ejecutivo  las siguientes:  (a) sueldo  básico,  (b) prima de retorno  a la experiencia, 

(c) subsidio  de alimentación, (d)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de  servicio,  

(e)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de vacaciones  y,  (f)  una duodécima  parte  

de  la prima  de  navidad.   

 

iii) La Caja de sueldos de retiro de la Policía Nacional no ha aplicado los reajustes 

anuales respecto de los valores correspondientes a las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, ni el subsidio de alimentación, como partidas computables, 

omitiendo la incidencia del principio de oscilación a la totalidad de las partidas que 

componen la asignación de retiro de la convocante.  

 

iv)  El día 2 de marzo de 2020 el convocante solicitó ante CASUR  la reliquidación  

de  su  asignación  de  retiro, en lo que concierne a la aplicación del principio de 

oscilación desde el año 2010 para las partidas computables del subsidio de 

alimentación  y de las doceavas partes de las primas de navidad, servicios y 

vacaciones, petición que fue resuelta de manera negativa mediante acto 

administrativo  No. 20201200-010102421 Id:559266 del 22 de abril de 2020, 

quedando así agotado el procedimiento ante la administración por la improcedencia 

de recursos.  

 

En la misma decisión la entidad convocada instó al convocante a presentar la 

correspondiente petición de conciliación prejudicial para dar curso a la reclamación.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial, acorde con la carpeta virtual que fue 

remitida para el estudio del asunto, fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por el convocante José Alberto Ávila Vásquez, identificado 

con la C.C.  No. 79.157.860 expedida en Bogotá, al abogado Diego Mauricio Guio 
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Ayala, con la facultad expresa para conciliar, quien lo sustituyó con idénticas 

facultades a la abogada Adriana Paola Zambrano González, quien intervino en su 

nombre en la audiencia virtual. 

 

- Resolución No. 004815 del 19 de octubre de 2009 expedida por el Director de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció 

al convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 21 de octubre 

de 2009, con la correspondiente hoja de liquidación. 

 

- Reclamación administrativa presentada el 2 de marzo de 2020 por José Alberto 

Ávila Vásquez ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, 

tendiente a obtener la  reliquidación de su asignación de retiro por omisión del 

principio de oscilación en las partidas computables de primas de servicios, navidad 

y vacaciones y el subsidio de alimentación desde el año 2010 hacia futuro. 

 

- Oficio con radicado No. 20201200-010102421 Id: 559266 del 22 de abril de 2020, 

por el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación del convocante, negó las 

pretensiones y manifestó que estaba adelantando mesas de trabajo para resolver 

de fondo.  

 

- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad, necesario para 

tramitar proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro del convocante. 

 

- Comprobantes de liquidación de la asignación de retiro del convocante, 

correspondiente a los meses de noviembre de los años 2016 a 2019. 

 

- Hoja de servicios No. 79157860 correspondiente a al intendente Jefe José Alberto 

Ávila Vásquez, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional 

el 5 de agosto de 2009. 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el día 21 de septiembre de 2020 ante el Procurador 86 Judicial I en Asuntos 

Administrativos de Bogotá y se concretó en los siguientes términos: 
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“…El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 37 del 11 de 
SEPTIEMBRE de 2020 consideró: Al IJ (r) JOSE ALBERTO AVILA VASQUEZ, 
identificado con cedula de ciudadanía No. 79.157.860, se le reconoció 
asignación mensual de retiro a partir del 21 de octubre de 2009, en cuantía del 
85%. Mediante petición adiada 03 de Marzo de 2020, bajo radicado ID 547104, 
el convocante solicita se evalué su pretensión, en razón a que se trata de un 
miembro del Nivel Ejecutivo, pretendiendo se reajuste su asignación de retiro 
fundamentado en los incrementos que en su apreciación deben tener las 
partidas computables. En el caso del IJ (r) JOSE ALBERTO AVILA VASQUEZ, 
al Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro 
de la Policía Nacional le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo 
establecido por este Cuerpo Colegiado en Acta 41 del 28 de Noviembre de 
2019, en cuanto al reajuste de las partidas computables de la asignación 
mensual de retiro denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes 
de las primas de navidad, servicios y vacaciones, bajo los siguientes 
parámetros: 1. Se reconocerá el 100% del capital. 2. Se conciliará el 75% de 
la indexación. 3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación 
de la cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo 
en el cual no habrá lugar al pago de intereses. 4. Se aplicará la prescripción 
contemplada en la norma prestacional correspondiente, esto es prescripción 
trienal, conforme lo establece el artículo 43 del Decreto 4433 de 2004. 
Finalmente se aclara que una vez realizado el control de legalidad, por el Juez 
competente, la entidad dará aplicación al artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, 
numerales 1 y 3 para efecto de la Revocatoria del Acto Administrativo ID 
559266 del 22 de Abril de 2020, mediante el cual negó el reajuste al subsidio 
de alimentación y las doceavas partes de las partidas del nivel ejecutivo. En 
los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la Caja 
de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el presente 
asunto le asiste ánimo conciliatorio. Allego certificación en dos (02) folios. 
 

 

Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó ante el agente 

conciliador la certificación expedida por la Secretaría Técnica del Comité de 

Conciliación de CASUR expedida el 11 de septiembre de 2020, anexando a la misma 

los términos económicos de la propuesta que cuantificó en el monto neto a pagar de 

SEIS MILLONES CIENTO SETENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS SEIS PESOS 

($6.172.906.oo) M/cte, efectuadas las deducciones de ley, y reliquidando la 

asignación de retiro que para la vigencia del año 2020 ascenderá a la suma de TRES 

MILLONES NOVENTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS CINCO PESOS ($3.099.505.oo) 

M/cte. 

 
 
Oída la intervención de la entidad convocada, el convocante JOSÉ ALBERTO ÁVILA 

VÁSQUEZ, quien concurrió a través de apoderada judicial con facultad expresa para 

conciliar, manifestó la aceptación en los términos consignados. 
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El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 86 Judicial I para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 21 de septiembre de 2020, entre José Alberto Ávila Vásquez y la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 

tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, al 

tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  
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De acuerdo con la citada normatividad,  los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que el convocante José Alberto Ávila Vásquez fue 

debidamente representado por apoderada judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que se anexó a la respectiva actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR compareció a través de apoderada judicial con poder para conciliar. 

Adicionalmente contaba con el concepto previo del Comité de Conciliación de la 

entidad, conforme a la certificación expedida el 11 de septiembre de 2020 por la 

respectiva Secretaría Técnica que fue incorporada a la actuación. 

 

En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 

concerniente a la debida representación de las partes. 

 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el proceso se acreditó que el convocante prestó sus servicios como integrante 

de la Fuerza Pública, alcanzando el grado de Intendente Jefe del nivel ejecutivo 

con última ubicación laboral en el Grupo de Policía Comunitaria de Usaquén en 

Bogotá, acorde con la información que fue consignada en su hoja de servicios,  por 

lo que es dable concluir que la Procuraduría 86 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la conciliación en 

referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 modificado por el artículo 70 de la Ley 

446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita a los 

aspectos de contenido económico.  

 

En el presente caso, el convocante José Alberto Ávila Vásquez reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

Además, obra en el plenario prueba de que el convocante presentó solicitud en sede 

administrativa el 2 de marzo de 2020 para reclamar el reconocimiento y pago de la 
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reliquidación de su asignación de retiro, la entidad convocada se pronunció mediante 

acto administrativo el 22 de abril de 2020 y la solicitud de conciliación prejudicial fue 

radicada el 1 de junio de 2020, esto es, dentro del término legal. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decreta por el Consejo de Estado el personal 

de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo por 

homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en los 

Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad para 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones 
consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, 
serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, 
pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales” 



Rad. núm. 110013342057-2020-00270-00 
Convocante: José Alberto Ávila Vásquez 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

11 

 

 
En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones 

allí previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían 



Rad. núm. 110013342057-2020-00270-00 
Convocante: José Alberto Ávila Vásquez 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

12 

 

su poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se 
liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. En ningún 
caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal.  
   
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley” 
(Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 

En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro del convocante, ya que en efecto se acreditó la 

omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas computables de 

primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de alimentación desde 

su reconocimiento, pues se muestra evidente con la confrontación entre la liquidación 

de la prestación social efectuada en el mes de octubre de 2009 y los desprendibles de 

pago de las mesadas correspondientes a los meses de noviembre de los años 2016 

a 2019 aportadas como anexos del trámite conciliatorio.  
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En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes a dichas 

partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la prescripción 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues el cálculo fue efectuado 

aplicando la prescripción trienal, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se formuló el 2 de marzo de 2020 y el cómputo a partir del 3 de marzo 

de 2017.  
 

 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 21 de septiembre de 2020, guarda 

concordancia con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por 

cuanto: (i) las partes se encontraban debidamente representadas y facultadas para 

conciliar, (ii) se conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el 

medio de control que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo 

probatorio allegado al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la 

obligación cancelada, y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, 

de tal suerte que, se impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre el señor José 

Alberto Ávila Vásquez, identificado con la C.C.  No. 79.157.860 expedida en Bogotá 

y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, ante la Procuraduría 

86 Judicial I Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 21 de septiembre de 

2020, correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación de retiro 

por la omisión del principio de oscilación para las partidas computables de primas 

de servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, de acuerdo con lo 

expuesto en las consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
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TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

PESR 

 

22/10/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00280-00                            

Convocante  : JHON JARLI ORDÓÑEZ LÓPEZ  

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                             . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre Jhon Jarli Ordóñez López y la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la reliquidación 

de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, vacaciones y 

navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas computables, de 

conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 y el numeral 

2.4 del artículo 2º de la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) del 

artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i)  Al ciudadano Jhon Jarli Ordóñez López le fue reconocida por la Caja de Sueldos 

de Retiro de Policía Nacional - CASUR una asignación de retiro mediante la 
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Resolución No. 19354 del 13 de noviembre de 2012, equivalente al 77% de la 

asignación básica y demás partidas computables, con efectos fiscales a partir del 

22 de noviembre del mismo año. 

  

ii) El reconocimiento de la asignación de  retiro  se produjo bajo  los  parámetros  de  

los  Decretos  1091  de  1995, 4433  de  2004  y  1858  de  2012, disposiciones que 

señalan  como  partidas  computables  de  liquidación  para  los  miembros  del  nivel  

ejecutivo  las siguientes:  (a) sueldo  básico,  (b) prima de retorno  a la experiencia, 

(c) subsidio  de alimentación, (d)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de  servicio,  

(e)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de vacaciones  y,  (f)  una duodécima  parte  

de  la prima  de  navidad.   

 

iii) La Caja de sueldos de retiro de la Policía Nacional no ha aplicado los reajustes 

anuales respecto de los valores correspondientes a las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, ni el subsidio de alimentación, como partidas computables, 

omitiendo la incidencia del principio de oscilación a la totalidad de las partidas que 

componen la asignación de retiro de la convocante.  

 

iv)  El día 15 de marzo de 2020 el convocante solicitó ante CASUR  la reliquidación  

de  su  asignación  de  retiro, en lo que concierne a la aplicación del principio de 

oscilación desde el año 2013 para las partidas computables del subsidio de 

alimentación  y de las doceavas partes de las primas de navidad, servicios y 

vacaciones, petición que fue resuelta de manera negativa mediante acto 

administrativo  No. 202012000092021 Id: 557320 del 8 de abril de 2020, quedando 

así agotado el procedimiento ante la administración por la improcedencia de 

recursos.  

 

En la misma decisión la entidad convocada instó al convocante a que presentara la 

correspondiente petición de conciliación prejudicial para dar curso a la reclamación.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial, acorde con la carpeta virtual que fue 

remitida para el estudio del asunto, fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por el convocante Jhon Jarli Ordóñez López, identificado 

con la C.C.  No. 6.428.417 de Riofrio,Valle, al abogado Harold Ocampo Camacho, 
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con la facultad expresa para conciliar, quien intervino en su nombre en la audiencia 

virtual. 

 

- Resolución No. 19354 del 13 de noviembre de 2012 expedida por el Director de la 

Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció 

al convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 22 de 

noviembre de 2012, con la correspondiente hoja de liquidación. 

 

- Reclamación administrativa presentada el 15 de marzo de 2020 por Jhon Jarli 

Ordóñez López ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, 

tendiente a obtener la reliquidación de su asignación de retiro por omisión del 

principio de oscilación en las partidas computables de primas de servicios, navidad 

y vacaciones y el subsidio de alimentación desde el año 2013 hacia futuro. 

 

- Oficio con radicado No. 202012000092021 Id: 557320 del 8 de abril de 2020, por el 

cual CASUR se pronunció sobre la reclamación del convocante, negó las 

pretensiones y manifestó que estaba adelantando mesas de trabajo para resolver 

de fondo.  

 

- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad, necesario para 

tramitar proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro del convocante. 

 

- Reporte histórico de las bases y partidas computables de la asignación de retiro del 

convocante, desde el año 2012 al año 2020, expedido por la Caja de Sueldos de 

Retiro de Policía Nacional - CASUR el 2 de junio de 2020 

 

- Hoja de servicios No. 6428417 correspondiente al intendente Jefe Jhon Jarli 

Ordóñez López, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía 

Nacional el 12 de septiembre de 2012. 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el día 24 de septiembre de 2020 ante el Procurador 81 Judicial I en Asuntos 

Administrativos de Bogotá y se concretó en los siguientes términos: 
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“…El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 37 del 11 de 
SEPTIEMBRE de 2020 consideró: 
El convocante I.J. ® JHON JARLI ORDOÑEZ LOPEZ C.C. 6428417 prestó sus 
servicios a la Policía Nacional en calidad de SUBCOMISARIO y al momento 
de su asignación de retiro, cumplió con los requisitos señalados para la época, 
razón por la cual accedió a su derecho de asignación de retiro mediante la 
Resolución N° 19354 del 13 DE NOVIEMBRE DE 2012, efectiva a partir del 22 
de NOVIEMBRE de 2012 en cuantía del 77% de las partidas legalmente 
computables de conformidad con los decretos 1091 de 1995, 1791 de 2000 y 
demás concordantes. 
 
(…)  
 
Se propone entonces el reajuste de la liquidación de las siguientes partidas, 
de acuerdo con las pretensiones de la demanda: 

1. duodécima parte de la prima de servicios, 
2. duodécima parte de la prima de vacaciones y; 
3. duodécima parte de la prima de navidad devengada 
4. Subsidio de alimentación. 

De conformidad con el Artículo 13 literales a, b y c del Decreto 1091 de 1995, 
las cuales se incrementarán año a año conforme a los porcentajes 
establecidos en los Decretos de aumento expedidos por el Gobierno Nacional. 
Las condiciones propuestas son: 

1. Se reajustará históricamente cada partida desde la fecha de asignación 
de retiro, hasta la fecha de conciliación. 
2. Se pagará el capital dejado de percibir históricamente mes a mes sobre 
cada partida. 
3. La indexación que resulte sobre el capital anterior, será reconocida en 
un setenta y cinco por ciento (75%) del total. 
4. En el presente caso hay lugar a prescripción de mesadas porque el 
convocante percibe asignación de retiro desde 22 de NOVIEMBRE DE 
2012, y solo hasta el día 16 DE MARZO de 2020 radica petición formal 
administrativa ante CASUR. Hay prescripción de mesadas anteriores al 16 
DE MARZO de 2017. 
5. El pago se realizará dentro de los seis (06) meses siguientes a la 
radicación de la solicitud, término durante el cual NO se pagarán intereses. 
6. Se pactará el reconocimiento de intereses en la forma fijada por la ley a 
partir de los seis (06) meses siguientes a la presentación de la cuenta de 
cobro, con la totalidad de los documentos requeridos para tal fin ante la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional. 

 
En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el 
presente asunto le asiste ánimo conciliatorio". 
 

 

Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó ante el agente 

conciliador la certificación expedida por la Secretaría Técnica del Comité de 

Conciliación de CASUR expedida el 21 de septiembre de 2020, anexando a la misma 

los términos económicos de la propuesta que cuantificó en el monto neto a pagar de 

CUATRO MILLONES DOSCIENTOS NOVENTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS 

NOVENTA Y SEIS PESOS ($4.293.496.oo) M/cte, efectuadas las deducciones de 
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ley, y reliquidando la asignación de retiro que para la vigencia del año 2020 ascenderá 

a la suma de DOS MILLONES OCHOCIENTOS SIETE MIL SETECIENTOS 

OCHENTA Y SIETE PESOS ($2.807.787.oo) M/cte. 

 
 
Oída la intervención de la entidad convocada, el convocante JHON JARLI ORDÓÑEZ 

LÓPEZ, quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para 

conciliar, manifestó la aceptación en los términos consignados. 

  
 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 81 Judicial I para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 24 de septiembre de 2020, entre Jhon Jarli Ordóñez López y la Caja 

de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 



Rad. núm. 110013342057-2020-00280-00 
Convocante: Jhon Jarli Ordóñez López 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

6 

 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 

tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, al 

tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad,  los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que el convocante Jhon Jarli Ordóñez López fue 

debidamente representado por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que se anexó a la respectiva actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR compareció a través de apoderado judicial con poder para conciliar. 

Adicionalmente contaba con el concepto previo del Comité de Conciliación de la 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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entidad, conforme a la certificación expedida el 21 de septiembre de 2020 por la 

respectiva Secretaría Técnica que fue incorporada a la actuación. 

 

En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 

concerniente a la debida representación de las partes. 

 

3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el proceso se acreditó que el convocante prestó sus servicios como integrante 

de la Fuerza Pública, alcanzando el grado de Intendente Jefe del nivel ejecutivo 

con última ubicación laboral en el Grupo Financiero ESINC de la Policía Nacional 

con sede en Bogotá, acorde con la información que fue consignada en su hoja de 

servicios,  por lo que es dable concluir que la Procuraduría 81 Judicial I para 

Asuntos Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la 

conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 modificado por el artículo 70 de la Ley 

446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita a los 

aspectos de contenido económico.  

 

En el presente caso, el convocante Jhon Jarli Ordóñez López reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 
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3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 

prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

Además, obra en el plenario prueba de que el convocante presentó solicitud en sede 

administrativa el 15 de marzo de 2020 para reclamar el reconocimiento y pago de la 

reliquidación de su asignación de retiro, la entidad convocada se pronunció mediante 

acto administrativo el 8 de abril de 2020 y la solicitud de conciliación prejudicial fue 

radicada el 16 de junio de 2020, esto es, dentro del término legal. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decreta por el Consejo de Estado el personal 

de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo por 

homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en los 

Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad para 

adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
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del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones 
consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, 
serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, 
pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales” 

 
En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
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b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 

 

 

Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones 

allí previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían 

su poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se 
liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. En ningún 
caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal.  
   
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley” 
(Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 



Rad. núm. 110013342057-2020-00280-00 
Convocante: Jhon Jarli Ordóñez López 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

14 

 

sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro del convocante, ya que en efecto se halló 

acreditada la omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de 

alimentación desde su reconocimiento, pues se muestra evidente con la confrontación 

entre la liquidación de la prestación social efectuada en el mes de noviembre de 2012 

y el histórico de las bases y partidas computables de la asignación de retiro de los 

años subsiguientes, aportada como anexo del trámite conciliatorio.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes a dichas 

partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la prescripción 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues el cálculo fue efectuado 

aplicando la prescripción trienal, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se formuló el 15 de marzo de 2020 y el cómputo a partir del 16 de marzo 

de 2017.  
 

 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 24 de septiembre de 2020, guarda 

concordancia con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por 

cuanto: (i) las partes se encontraban debidamente representadas y facultadas para 

conciliar, (ii) se conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el 

medio de control que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo 

probatorio allegado al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la 

obligación cancelada, y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, 

de tal suerte que, se impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre el señor Jhon Jarli 

Ordóñez López, identificado con la C.C.  No. 6.428.417 de Riofrio,Valle y la Caja de 
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Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, ante la Procuraduría 81 Judicial 

I Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 24 de septiembre de 2020, 

correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación de retiro por la 

omisión del principio de oscilación para las partidas computables de primas de 

servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, de acuerdo con lo 

expuesto en las consideraciones. 
 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

PESR 

 

22/10/2020 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

JUZGADO 57 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Expediente No.  : 11001-33-42-057-2020-00291-00                            

Convocante  : JOSÉ VICENTE SERRANO NIÑO  

Convocado  : CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR 

Tema : Reliquidación asignación de retiro por omisión de 
oscilación en partidas computables. 

 

Conciliación prejudicial. Aprueba acuerdo conciliatorio                             . 

 

De conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001, a 

continuación, procede el Despacho a pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio proveniente de la Procuraduría 79 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Bogotá, celebrado entre José Vicente Serrano Niño y la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, concerniente a la reliquidación 

de su asignación de retiro con el reajuste de las primas de servicios, vacaciones y 

navidad, así como el subsidio de alimentación, como partidas computables, de 

conformidad con lo previsto por el artículo 42 del Decreto 4433 de 2004 y el numeral 

2.4 del artículo 2º de la Ley 923 de 2004, en armonía con los literales a), b) y c) del 

artículo 13 del Decreto 1091 de 1995.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

1.- Supuestos fácticos 

 

Conforme al texto de la petición, son los siguientes: 

 

i)  Al ciudadano José Vicente Serrano Niño le fue reconocida por la Caja de Sueldos 

de Retiro de Policía Nacional - CASUR una asignación de retiro mediante la 
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Resolución No. 3161 del 30 de abril de 2013, equivalente al 77% de la asignación 

básica y demás partidas computables, con efectos fiscales a partir del 17 de abril 

del mismo año. 

  

ii) El reconocimiento de la asignación de  retiro  se produjo bajo  los  parámetros  de  

los  Decretos  1091  de  1995, 4433  de  2004  y  1858  de  2012, disposiciones que 

señalan  como  partidas  computables  de  liquidación  para  los  miembros  del  nivel  

ejecutivo  las siguientes:  (a) sueldo  básico,  (b) prima de retorno  a la experiencia, 

(c) subsidio  de alimentación, (d)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de  servicio,  

(e)  una  duodécima  parte  de  la  prima  de vacaciones  y,  (f)  una duodécima  parte  

de  la prima  de  navidad.   

 

iii) La Caja de sueldos de retiro de la Policía Nacional no ha aplicado los reajustes 

anuales respecto de los valores correspondientes a las primas de servicios, 

vacaciones y navidad, ni el subsidio de alimentación, como partidas computables, 

omitiendo la incidencia del principio de oscilación a la totalidad de las partidas que 

componen la asignación de retiro de la convocante.  

 

iv)  El día 18 de junio de 2020 el convocante solicitó ante CASUR  la reliquidación  

de  su  asignación  de  retiro, en lo que concierne a la aplicación del principio de 

oscilación desde el año 2014 para las partidas computables del subsidio de 

alimentación  y de las doceavas partes de las primas de navidad, servicios y 

vacaciones, petición que fue resuelta de manera negativa mediante acto 

administrativo  No. 20201200-010149921 Id:577653 del 22 de julio de 2020, 

quedando así agotado el procedimiento ante la administración por la improcedencia 

de recursos.  

 

En la misma decisión la entidad convocada instó al convocante a presentar la 

correspondiente petición de conciliación prejudicial para dar curso a la reclamación.  

 

2.- Pruebas allegadas 

 

Con la solicitud de conciliación prejudicial, acorde con la carpeta virtual que fue 

remitida para el estudio del asunto, fueron allegados los siguientes documentos: 

 

- Poder especial conferido por el convocante José Vicente Serrano Niño, identificado 

con la C.C.  No. 4.107.426 de Chitaraque, Boyacá, al abogado Camilo Augusto 
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Corredor Ramírez, con la facultad expresa para conciliar, quien intervino en su 

nombre en la audiencia virtual. 

 

- Resolución No. 3161 del 30 de abril de 2013 expedida por el Director de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por la cual se reconoció al 

convocante la asignación de retiro con efectos fiscales a partir del 17 de abril de 

2013, con la correspondiente hoja de liquidación. 

 

- Reclamación administrativa presentada el 18 de junio de 2020 por José Vicente 

Serrano Niño ante la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, 

tendiente a obtener la  reliquidación de su asignación de retiro por omisión del 

principio de oscilación en las partidas computables de primas de servicios, navidad 

y vacaciones y el subsidio de alimentación desde el año 2014 hacia futuro. 

 

- Oficio con radicado No. 20201200-010149921 Id:577653 del 22 de julio de 2020, 

por el cual CASUR se pronunció sobre la reclamación del convocante, negó las 

pretensiones y manifestó que estaba adelantando mesas de trabajo para resolver 

de fondo.  

 

- Copia de la solicitud de conciliación prejudicial presentada ante la Procuraduría 

General de la Nación para surtir el requisito de procedibilidad, necesario para 

tramitar proceso contencioso de nulidad y restablecimiento del derecho para el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de la asignación de retiro del convocante. 

 

- Hoja de servicios No. 4107426 correspondiente al intendente Jefe José Vicente 

Serrano Niño, expedida por la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional 

el 12 de marzo de 2013. 

 

 

II. ACUERDO CONCILIATORIO 

 

El acuerdo conciliatorio cuya aprobación se pretende, tuvo lugar en la audiencia virtual 

celebrada el día 5 de octubre de 2020 ante el Procurador 79 Judicial I en Asuntos 

Administrativos de Bogotá y se concretó en los siguientes términos: 

  

 “…El comité de conciliación y defensa judicial mediante Acta 37 del 11 de 
SEPTIEMBRE de 2020 consideró: 
 
Al IJ (r) JOSÉ VICENTE SERRANO NIÑO, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 4.107.426, se le reconoció asignación mensual de retiro 
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mediante Resolución N° 3161 del 30 de abril de 2013, a partir del 17 de abril 
de 2013, en cuantía del 77%, tomando para la liquidación de la prestación el 
sueldo y las partidas computables, establecidas en los decretos 1091 de 1995, 
4433 de 2004, 1858 de 2012, normas de carácter especial mediante las cuales 
se expide el Régimen de asignaciones y prestaciones para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional. 
 
(…)  
 
En el caso del IJ (r) JOSÉ VICENTE SERRANO NIÑO al Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de la Caja de Sueldos de Retiro de Policía 
Nacional - CASUR le asiste ánimo conciliatorio de conformidad a lo establecido 
en este cuerpo colegiado en Acta 41 del 28 de noviembre de 2019, en cuanto 
al reajuste de las partidas computables de la asignación mensual de retiro 
denominadas subsidio de alimentación y doceavas partes de las primas de 
navidad, servicios y vacaciones bajo los siguientes parámetros:  
 

1. Se reconocerá el 100% del capital. 
2. Se conciliará el 75% de la indexación. 
3. Se cancelará dentro de los 6 meses siguientes a la radicación de la 
cuenta de cobro con los documentos pertinentes en la Entidad, tiempo en 
el cual no habrá lugar al pago de intereses. 
4. Se aplicará la prescripción contemplada en la norma prestacional 
correspondiente, esto es prescripción trienal, conforme lo establece el 
artículo 43 del Decreto 4433 de 2004. 

 
Finalmente se aclara que una vez realizado el control de legalidad por el juez 
competente, la entidad dará aplicación al artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, 
numerales 1 y 3 para efecto de la Revocatoria de los actos administrativos 
mediante los cuales negó el reconocimiento y pago de las partidas 
computables del nivel ejecutivo. 
 
En los anteriores términos al comité de conciliación y defensa jurídica de la 
Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, determina que para el 
presente asunto le asiste ánimo conciliatorio". 
 

 

Para dar sustento a la propuesta, la entidad accionada allegó ante el agente 

conciliador la certificación expedida por la Secretaría Técnica del Comité de 

Conciliación de CASUR expedida el 29 de septiembre de 2020, anexando a la misma 

los términos económicos de la propuesta que cuantificó en el monto neto a pagar de 

TRES MILLONES QUINIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS 

SETENTA Y DOS PESOS ($3.584.272.oo) M/cte, efectuadas las deducciones de ley, 

y reliquidando la asignación de retiro que para la vigencia del año 2020 ascenderá a 

la suma de DOS MILLONES OCHOCIENTOS SIETE MIL SETECIENTOS OCHENTA 

Y SIETE PESOS ($2.807.787.oo) M/cte. 
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Oída la intervención de la entidad, el convocante JOSÉ VICENTE SERRANO NIÑO, 

quien concurrió a través de apoderado judicial con facultad expresa para conciliar, 

manifestó la aceptación en los términos consignados. 

  
 

El anterior acuerdo conciliatorio fue avalado por la Procuraduría 79 Judicial I para 

asuntos Administrativos de Bogotá, quien dispuso su remisión a los Juzgados 

Administrativos del Circuito de Bogotá (reparto) para la respectiva aprobación. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1.- Competencia 

 

Esta Sede Judicial es competente para pronunciarse sobre la aprobación del acuerdo 

conciliatorio consignado en el acta que se levantó en constancia de la sesión virtual 

celebrada el día 5 de octubre de 2020, entre José Vicente Serrano Niño y la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

2.- Presupuestos de aprobación de la conciliación extrajudicial en materia de lo 

contencioso administrativo 

 

La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa ha sido establecida 

como un mecanismo alternativo de solución de conflictos con el ánimo de lograr un 

acuerdo entre las partes y así evitar el uso de la acción contencioso administrativa, o 

en su defecto, servir como requisito de procedibilidad para la iniciación de aquella. 

  

Fue así como, desde la expedición de la Ley 23 de 1991, modificada por la Ley 446 

de 1998 y desarrollada por la Ley 640 de 2001, la conciliación se extendió hasta el 

campo de ésta jurisdicción, siendo procedente únicamente sobre aquellos conflictos 

de carácter particular y contenido económico que son de su competencia, y con el fin 

de precaver los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractual, y de reparación directa, mecanismo reglamentado a través del Decreto 

1716 de 14 de mayo de 2009. 

 

Sin embargo, aunque la conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 

administrativo solo puede ser adelantada ante los Agentes del Ministerio Público 

asignados a esta jurisdicción, dichos acuerdos no adquieren fuerza vinculante ni hacen 
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tránsito a cosa juzgada para las partes sino después de ser aprobados por el Juez o 

Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, al 

tenor de lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001.  

 

De acuerdo con la citada normatividad,  los pronunciamientos del Consejo de Estado1 

y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en la materia, para que proceda la 

aprobación del acuerdo conciliatorio, el juez de conocimiento debe verificar el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) debida representación de las partes que 

concilian y la facultad para conciliar de sus representantes, (ii) competencia del 

conciliador, (iii) disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes, 

(iv)que no haya operado la caducidad del medio de control, (v) que lo reconocido 

patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y (vi) que el acuerdo 

no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el patrimonio público. 

 

En ese orden de ideas, a continuación, procede el despacho a verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos en el ordenamiento jurídico para la aprobación del 

acuerdo conciliatorio extrajudicial. 

 

3. Caso Concreto 

 

3.1. Representación de las partes que concilian y la facultad para conciliar de 
sus representantes 
 

Se encuentra demostrado que el convocante José Vicente Serrano Niño fue 

debidamente representado por apoderado judicial con poder expreso para conciliar, 

como se desprende del poder que se anexó a la respectiva actuación. 

 

A su vez, la entidad convocada, Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - 

CASUR compareció a través de apoderada judicial con poder para conciliar. 

Adicionalmente contaba con el concepto previo del Comité de Conciliación de la 

entidad, conforme a la certificación expedida el 29 de septiembre de 2020 por la 

respectiva Secretaría Técnica que fue incorporada a la actuación. 

 

En consecuencia, es claro para el Despacho que se cumple con el presupuesto 

concerniente a la debida representación de las partes. 

 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “C”, Auto de 7 de septiembre de 
2015, Expediente núm. 76001-23-31-000-2001-02456-01(38776), C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.  
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3.2. Competencia del conciliador 

 

El Despacho observa con claridad que el medio de control que se pretendió 

precaver con la conciliación bajo examen fue el de nulidad y restablecimiento del 

derecho de carácter laboral, situación que impone, atender la regla de competencia 

territorial que el numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, en acatamiento de dicha regla de competencia, la facultad de 

conocimiento del procurador “conciliador”, se encuentra delimitada por “el último 

lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”.   

 

En el proceso se acreditó que el convocante prestó sus servicios como integrante 

de la Fuerza Pública, alcanzando el grado de Intendente Jefe del nivel ejecutivo 

con última ubicación laboral en el Escuadrón Móvil Antidisturbios No. 2 MEBOG, 

con sede en Bogotá, acorde con la información que fue consignada en su hoja de 

servicios,  por lo que es dable concluir que la Procuraduría 79 Judicial I para 

Asuntos Administrativos de Bogotá, tenía competencia para adelantar la 

conciliación en referencia.  

 

3.3. Disponibilidad de los derechos económicos conciliados por las partes  

 

Conforme al artículo 59 de la Ley 23 de 1991 modificado por el artículo 70 de la Ley 

446 de 1998, el acuerdo conciliatorio al que lleguen las partes se limita a los 

aspectos de contenido económico.  

 

En el presente caso, el convocante José Vicente Serrano Niño reclama el 

reconocimiento y pago de la reliquidación de su asignación de retiro como integrante 

de la Policía Nacional, por lo tanto, es evidente que versa sobre derechos de 

carácter económico y particular. En ese sentido, el acuerdo conciliatorio logrado 

entre las partes es un asunto de contenido económico, susceptible de conciliación, 

transacción y desistimiento. 

 

3.4. Caducidad del medio de control 

 

Respecto de este requisito, es necesario indicar que de conformidad con lo previsto 

en el literal c, numeral 1º del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, en tratándose de 
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prestaciones periódicas, como lo es la reliquidación de su asignación de retiro, el 

interesado puede reclamar el derecho en cualquier tiempo. 

 

Además, obra en el plenario prueba de que el convocante presentó solicitud en sede 

administrativa el 18 de junio de 2020 para reclamar el reconocimiento y pago de la 

reliquidación de su asignación de retiro, la entidad convocada se pronunció mediante 

acto administrativo el 22 de julio de 2020 y la solicitud de conciliación prejudicial fue 

radicada el 31 de julio de 2020, esto es, dentro del término legal. 

 

3.5. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para para las partes o para el 

patrimonio público 

 

3.5.1. Del régimen prestacional de los miembros del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional 
 

3.5.1.1. Creación legal y regulación: A través de la Ley 180 de 1995 el Congreso de 

la República reorganizó la estructura de la Policía Nacional al establecer en su artículo 

1º, modificatorio del artículo 6º de la Ley 62 de 1993, que la Institución estaría integrada 

por Oficiales, personal del Nivel Ejecutivo, Suboficiales, Agentes, Alumnos y por 

quienes presten el servicio militar obligatorio en la Institución, así como por los 

servidores públicos no uniformados, pertenecientes a ella, unos y otros sujetos a 

normas propias de carrera y disciplina en la forma que en todo tiempo establezca la 

ley. 

 

Con sustento en las facultades extraordinarias otorgadas al Gobierno Nacional por el 

artículo 7º de la citada Ley 180, el ejecutivo expidió el Decreto 132 de 19952, mediante 

el cual reguló todo lo concerniente a la jerarquía, clasificación y escalafón, condiciones 

de ingreso, formación, ascensos, evaluación, traslados, comisiones, suspensión, 

retiro, separación y reincorporación del personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

Nacional.  

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1091 de 1995 que reguló el 

“régimen de asignaciones y prestaciones sociales para el personal del nivel ejecutivo 

de la Policía Nacional creado mediante el Decreto 132 de 1995”, en cuyo artículo 51 

consagró el derecho a la asignación de retiro para dichos servidores de la Fuerza 

Pública, disponiendo que: “…El personal del Nivel Ejecutivo de la Policía 

 
2 “por el cual se desarrolla la carrera profesional del nivel ejecutivo de la Policía Nacional” 
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Nacional, tendrá derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3) meses de 

alta, a que por la Caja de Sueldos de retiro de la Policía Nacional, se le pague una 

asignación mensual de retiro equivalente a un setenta y cinco por ciento (75%) del 

monto de las partidas de que trata el artículo 49 de este Decreto, por los primeros 

veinte (20) años de servicio y un dos por ciento (2%) más, por cada año que exceda 

de los veinte (20), sin que en ningún caso sobrepase el ciento por ciento (100%) de 

tales partidas…” (Destaca el Despacho). 

 

No obstante, en sentencia de 14 de febrero de 2007 el Consejo de Estado3 anuló el 

artículo 51 citado por ser violatorio de la Constitución Política en cuanto a la protección 

de los derechos fundamentales de quienes pudieran haber adquirido beneficios 

mínimos de naturaleza laboral y prestacional, ante la omisión de prever un régimen de 

transición para el personal de oficiales y suboficiales que ingresaron al nivel ejecutivo 

por homologación, frente a quienes ingresaron de manera directa, máxime cuando la 

facultad de regulación de prestaciones sociales de servidores públicos debe 

contenerse en una ley marco por estar sometida a reserva legal.  

 

Luego, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1791 de 2000 con la finalidad de 

modificar las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, 

Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, y aunque allí mismo derogó los 

Decretos 041 de 1994 y 132 de 1995, no consagró regulación expresa sobre el 

régimen salarial y prestacional del personal del nivel ejecutivo. 

 

Con la expedición de la Ley 923 de 20044, Ley marco del régimen pensional y de 

asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el Congreso trazó los 

criterios y objetivos que debían cumplirse para garantizar los mínimos derechos 

laborales y prestacionales de los servidores públicos vinculados a dicha institución.  

 

Ahora bien, debe advertirse que a la entrada en vigencia de la Ley 923 de 2004 (30 

de diciembre de 2004), el personal de la Policía Nacional se encontraba regido por 

los Decretos 1212 de 1990 (Oficiales y Suboficiales), 1213 de 1990 (Agentes) y 

1091 de 1995 (Nivel Ejecutivo).  

 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero ponente: Alberto Arango Mantilla. 
Sentencia del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 11001-03-25-000-2004-00109-01(1240-
04).  
4 “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del 
régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.” 
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Acorde con lo expuesto precisa el Despacho que en principio, ante la nulidad del 

artículo 51 del Decreto 1091 de 1995 decreta por el Consejo de Estado el personal 

de oficiales, suboficiales y agentes que fue incorporado al nivel ejecutivo por 

homologación, quedó sometido al régimen de asignación de retiro previsto en los 

Decretos 1212 y 1213 de 1990, en las cuales se estableció el requisito de edad para 

adquirir el derecho en 15 o 20 años, sin perjuicio del cumplimiento de las 

disposiciones propias del régimen que los regula en el nuevo escalafón (Decreto 

1091 de 1995), razón por la cual la Ley 923 de 2004 ordenó la creación de un 

régimen de transición. 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y 
compensaciones consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el 
presente decreto, serán computables para efectos de cesantías, 
asignaciones de retiro, pensionados, sustituciones pensionales y demás 
prestaciones sociales” 

 

En cuanto a las partidas computables para la liquidación de la asignación de retiro 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, el artículo 49 del Decreto 

1091 de 1995 consagró lo siguiente: 

 
“Artículo 49. Bases de liquidación. A partir de la vigencia del presente 
decreto, al personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, que sea retirado 
del servicio activo, se le liquidará las prestaciones sociales unitarias y 
periódicas sobre las siguientes partidas.    
 
a) Sueldo básico;    
b) Prima de retorno a la experiencia;    
c) Subsidio de Alimentación;    
d) Una duodécima parte (1/12) de la prima de navidad;    
e) Una duodécima parte (1/12) de la prima de servicio;    
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f) Una duodécima parte (1/12) de la prima de vacaciones.   
 
Parágrafo. Fuera de las partidas específicamente señaladas en este artículo, 
ninguna de las demás primas, subsidios, auxilios y compensaciones 
consagradas en los decretos 1212 y 1213 de 1990 y en el presente decreto, 
serán computables para efectos de cesantías, asignaciones de retiro, 
pensionados, sustituciones pensionales y demás prestaciones sociales” 

 
En lo que concierne a la partida “prima de retorno a la experiencia”, su forma de 

liquidación fue prevista por el artículo 8º del precitado Decreto 1091 de 1995, así: 

 
“Artículo 8º.Prima de retorno a la experiencia. El personal del nivel ejecutivo 
de la Policía Nacional, tendrá derecho a una prima mensual de retorno a la 
experiencia, que se liquidará de la siguiente forma:    
 
a) El uno por ciento (1%) del sueldo básico durante el primer año de servicio 
en el grado de intendente y el uno por ciento (1%) más por cada año que 
permanezca en el mismo grado, sin sobrepasar el siete por ciento (7%);    
 
b) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de 
subcomisario y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca 
en el mismo grado sin sobrepasar el nueve punto cinco por ciento (9.5%);    
 
c) Un medio por ciento (1/2%) más por el primer año en el grado de comisario 
y medio por ciento (1/2%) más por cada año que permanezca en el mismo 
grado, sin sobrepasar el doce por ciento (12%)”.  

 
Respecto de la partida computable del subsidio de alimentación, dispuso en su 

artículo 12: 

 
“Artículo 12.Subsidio de alimentación. El personal del nivel ejecutivo de la 
Policía Nacional en servicio activo, tendrá derecho a un subsidio mensual de 
alimentación, en la cuantía que en todo tiempo determine el Gobierno 
Nacional”. 

 
Para la liquidación de las primas de servicios, vacaciones y navidad, el artículo 13 

del Decreto 1091 de 1995 consagró el procedimiento y los factores a tener en 

cuenta, de la siguiente manera: 

 
“Artículo 13.Bases de liquidación primas de servicio, vacaciones y navidad. 
Las bases de liquidación serán:    
 
a) Prima de servicio: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia y subsidio de alimentación;    
 
b) Prima de Vacaciones: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, subsidio de alimentación y una doceava parte de la prima de 
servicio;  
 
c) Prima de Navidad: Asignación básica mensual, prima de retorno a la 
experiencia, prima de nivel ejecutivo, subsidio de alimentación, una doceava 
parte de la prima de servicio y una doceava parte de la prima de vacaciones” . 
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Por último, el artículo 56 de la norma en cita previó dos aspectos fundamentales, el 

primero, concerniente a la manera en que las asignaciones de retiro y las pensiones 

allí previstas para el personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional conservarían 

su poder adquisitivo por razón del paso del tiempo, en garantía de los principios al 

mínimo vital y móvil pregonado por la Constitución Política por el artículo 53, y el 

segundo, la aplicación del principio de inescindibilidad normativa para garantizar la  

efectividad de los derechos y la preservación del ordenamiento jurídico. Esto 

dispuso al respecto: 

 
“Artículo 56. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente decreto, se 
liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se 
introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 de este Decreto. En ningún 
caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal.  
   
El personal del nivel ejecutivo o sus beneficiarios no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley” 
(Destaca el Despacho). 

 
 
Los procedimientos y principios consagrados por el Decreto 1091 de 1995 para el 

reconocimiento, liquidación y preservación de las asignaciones de retiro y pensiones 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fueron refrendados 

posteriormente por el Decreto 4433 de 20045, que desarrolló la Ley 923 de 2004, 

previendo, de una parte, la reiteración sobre las partidas computables para la 

liquidación de las asignaciones de retiro, en su artículo 23, y de otro lado, la 

constante actualización de las prestaciones sociales para los servidores públicos 

allí cobijados,  en los términos del artículo 42, como a continuación se consigna: 

“Artículo 23. Partidas computables. La asignación de retiro, la pensión de 
invalidez, y la pensión de sobrevivencia a las que se refiere el presente decreto 
del personal de la Policía Nacional, se liquidarán según corresponda en cada 
caso, sobre las siguientes partidas así: 

(…) 

23.2 Miembros del Nivel Ejecutivo 

23.2.1 Sueldo básico. 

 
5 “Por medio del cual se fija el régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública” 
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23.2.2 Prima de retorno a la experiencia. 

23.2.3 Subsidio de alimentación. 

23.2.4 Duodécima parte de la prima de servicio. 

23.2.5 Duodécima parte de la prima de vacaciones. 

23.2.6 Duodécima parte de la prima de navidad devengada, liquidada con los 
últimos haberes percibidos a la fecha fiscal de retiro. 

Parágrafo. En adición a las partidas específicamente señaladas en este 
artículo, ninguna de las demás primas, subsidios, bonificaciones, auxilios y 
compensaciones, serán computables para efectos de la asignación de retiro, 
las pensiones, y las sustituciones pensionales” 

________ 

“Artículo 42. Oscilación de la asignación de retiro y de la pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones contempladas en el presente decreto, 
se incrementarán en el mismo porcentaje en que se aumenten las 
asignaciones en actividad para cada grado. En ningún caso las 
asignaciones de retiro o pensiones serán inferiores al salario mínimo legal 
mensual vigente. 

El personal de que trata este decreto, o sus beneficiarios no podrán acogerse 
a normas que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública, 
a menos que así lo disponga expresamente la ley”. 

 
Con sustento en el marco jurídico que gobierna el régimen prestacional del personal 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional fuerza concluir que las partidas 

computables para la liquidación de las asignaciones de retiro integran una unidad 

jurídica en punto del tratamiento que se debe dar a los ajustes que por efectos del 

paso del tiempo se deben realizar con miras a garantizar su permanente 

actualización por efecto de la pérdida del poder adquisitivo, ello en materialización 

del principio rector de la seguridad social consagrado en el artículo 53 Superior 

sobre la movilidad de las prestaciones para las personas de la tercera edad. 

 
Sobre el tema la Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, dentro 

del proceso con radicación 25000-23-25-000-2012-00088-01(3675-17), en 

sentencia del 6 de septiembre de 2018, con ponencia del consejero Rafael 

Francisco Suárez Vargas, comentó lo siguiente: 

 
“2.2.1. Principio de oscilación  
 
El principio de oscilación tradicionalmente se ha utilizado en los temas 
relacionados con las asignaciones de retiro y pensiones del personal de la 
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Fuerza Pública. Busca introducir las variantes que perciben los miembros 
activos de la institución o, a quienes se encuentran en uso de buen retiro. 
 
En sentencia del Consejo de Estado6 se expuso: «Para abordar este tema sea 
lo primero precisar que la asignación de retiro, de tiempo atrás, ha tenido una 
forma de actualización diferente a la que de manera general se ha establecido 
para las pensiones que devengan los servidores públicos y trabajadores 
privados, sistema que se ha conocido como el principio de oscilación. La 
oscilación plantea una regla de dependencia entre la asignación que 
perciben los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y aquellos 
que se encuentran en retiro y que en tal virtud gozan de una prestación, 
ya sea asignación de retiro o pensión de invalidez o los beneficiarios que 
reciben pensión de sobrevivientes». 
 
Ahora bien el Decreto 1211 de 1990 «Por el cual se reforma el estatuto del 
personal de oficiales y suboficiales de las fuerzas militares» en su artículo 169 
establece: 
 

Artículo 169. Oscilación de Asignación de Retiro y Pensión. Las 
asignaciones de retiro y las pensiones de que trata el presente Decreto 
se liquidarán tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo 
se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 de este Decreto. En 
ningún caso aquellas serán inferiores al salario mínimo legal. 
 
Los Oficiales y Suboficiales o sus beneficiarios, no podrán acogerse a 
normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la 
administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 
 
Parágrafo. Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones 
de Oficiales Generales y de Insignia, Coroneles y Capitanes de Navío, se 
tendrá en cuenta como sueldo básico, el porcentaje que como tal 
determinen las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, 
más las partidas señaladas en el artículo 158 de este Decreto”. (Se 
resalta).  

 
 
Bajo tal entendimiento, acorde con la normatividad aplicable al régimen prestacional 

del personal del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, en consonancia con el criterio 

jurisprudencial de la máxima Corporación de lo contencioso Administrativo, por 

aplicación del principio de oscilación la asignación de retiro, entendida con una 

unidad jurídica inescindible conformada por la totalidad de las partidas 

legalmente computables, deben ser incrementadas de conformidad con las 

variaciones que en todo tiempo se introduzcan al personal en actividad.   

 

Con sustento en el precitado marco jurídico y jurisprudencial, el Despacho concluye 

que se ajusta a derecho la propuesta de la entidad convocada de acceder a la 

reliquidación de la asignación de retiro del convocante, ya que en efecto se halló 

 
6 Sentencia de 23 de febrero de 2017, M.P. William Hernández Gómez, radicado 11001032500020100018600 (1316-2010). 
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acreditada la omisión en la aplicación del principio de oscilación para las partidas 

computables de primas de servicios, navidad y vacaciones, así como el subsidio de 

alimentación desde su reconocimiento, pues se muestra evidente con lo afirmado por 

el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad accionada al realizar el 

análisis del caso con la  respectiva historia prestacional.  

 

En cuanto a las sumas a pagar, se encuentra acreditado que la entidad convocada 

efectuó la liquidación teniendo en cuenta los valores correspondientes a dichas 

partidas, su actualización por aplicación del principio de oscilación y la prescripción 

prevista en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, pues el cálculo fue efectuado 

aplicando la prescripción trienal, ya que la petición de reliquidación en sede 

administrativa se formuló el 18 de junio de 2020 y el cómputo a partir del 18 de junio 

de 2017.  
 

 

Conclusión: Este Despacho considera que el acuerdo conciliatorio objeto del 

presente trámite, contenido en el acta del 5 de octubre de 2020, guarda concordancia 

con el ordenamiento constitucional y legal que le es aplicable,  por cuanto: (i) las partes 

se encontraban debidamente representadas y facultadas para conciliar, (ii) se 

conciliaron derechos económicos disponibles por las partes, (iii) el medio de control 

que se pretende precaver no se encuentra caducado, (iv) el acervo probatorio allegado 

al presente trámite respalda la actuación surtida y el monto de la obligación cancelada, 

y (v) la fórmula de arreglo no es lesiva para el patrimonio público, de tal suerte que, se 

impone su aprobación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 57 Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá - Sección Segunda, administrando justicia y por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado entre el señor José 

Vicente Serrano Niño, identificado con la C.C.  No. 4.107.426 de Chitaraque, Boyacá 

y la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR, ante la Procuraduría 

79 Judicial I Administrativo de Bogotá, plasmado en el acta del 5 de octubre de 2020, 

correspondiente a la reclamación de reliquidación de la asignación de retiro por la 

omisión del principio de oscilación para las partidas computables de primas de 

servicios, navidad y vacaciones y el subsidio de alimentación, de acuerdo con lo 

expuesto en las consideraciones. 
 



Rad. núm. 110013342057-2020-00291-00 
Convocante: José Vicente Serrano Niño 

Convocado: Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional - CASUR 
 

16 

 

SEGUNDO.- Esta providencia y el acuerdo conciliatorio presta mérito ejecutivo y 

hacen tránsito a cosa juzgada, respecto de las pretensiones conciliadas. 
 

TERCERO.-  Una vez ejecutoriada la presente providencia, previa solicitud del 

interesado, por Secretaría expídanse las copias a las que hace referencia el artículo 

114 del C.G.P.   
 

CUARTO.- Cumplido lo anterior, archívese el expediente, previas las constancias 

de rigor.  
 

Notifíquese y cúmplase 
 

 

 

 
MARÍA LUZ ÁLVAREZ ARAÚJO  

Jueza 
 

PESR 

 

22/10/2020 


